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1.- INTRODUCCION 

La Ley Nº 20.255, publicada en el Diario Oficial el 17 de marzo de 2008
, establece una “REFORMA PREVISIONAL”
, la que en lo esencial mantiene el Régimen de Pensiones por vejez, invalidez y sobrevivencia derivado de la capitalización individual, gestionado por Administradoras de Fondos de Pensiones, sociedades anónimas
 con fin exclusivo, lo que significa no cambiar el sistema en este aspecto principal, por ahora, pero si perfeccionarlo y hacerlo más social.  De esta forma, se mantiene lo ya decidido por los gobiernos anteriores, en cuanto a no efectuar cambios estructurales ha dicho régimen. La primera decisión política de mantención del régimen en todos sus aspectos básicos es del Ejecutivo, por cuanto por mandato de la Constitución chilena, es al Presidente de la República a quién corresponde la iniciativa exclusiva en materia de seguridad social.

Sin perjuicio de lo anterior, recogiendo una tendencia amplia en la doctrina, en la legislación comparada y en las declaraciones de la OIT, el Gobierno, en las dos últimas décadas, ha patrocinado proyectos, que ya se encuentran en vigencia como leyes de la República, que perfeccionan el sistema nacional de seguridad social en sus diversos aspectos, haciéndolo evolucionar a uno más amplio, más consistente con un sistema de protección social; baste citar la creación del programa denominado “Chile Solidario”
, así como las importantes y trascendentes modificaciones a los regímenes de salud. 

Respecto de la protección a la tercera edad y las pensiones, se han introducido mejoras para el acceso a beneficios asistenciales, incrementos reales de las pensiones mínimas, adecuaciones al régimen de capitalización individual, a fin de asegurar entre otras materias, mejores rentabilidades, etc. En estos años también se han corregido inequidades existentes en el ámbito de los regímenes previsionales gestionados por el Instituto de Normalización Previsional, INP
, en particular, en la cuantía de sus pensiones.

Sin embargo, y en forma consistente con el criterio oficial ya indicado, la ley contempla modificaciones muy importantes y de gran trascendencia, tanto a nivel del régimen de capitalización individual, como especialmente, en cuanto a establecer un sistema de pensiones solidarias, equivalente a lo que en doctrina se conoce como pilar solidario
,  lo que sin duda constituye un aporte relevante a la seguridad social chilena.

Lo que el legislador persigue con esta reforma se relaciona, principalmente, con resolver aspectos de cobertura, nivel de las prestaciones, adecuada competencia en el régimen de capitalización individual, promover el ahorro previsional vía beneficios tributarios, asegurar como un derecho el acceso a pensiones para la mayoría de las personas mayores, incluidos los inválidos, al menos en un nivel mínimo, cuidando asimismo, que las cotizaciones que los afiliados efectúen a su cuenta de capitalización individual,, sean gestionados por la Administradora de Fondos de Pensiones de su elección, con los menores costos y con los más altos rendimientos posibles, y en un mercado más competitivo, etc.

En materia de cobertura, la preocupación del legislador incluye mejorar las condiciones de acceso de los jóvenes, mujeres e independientes a la seguridad social.

En cuanto a la competencia, el legislador desechó por ahora, que los Bancos chilenos creen AFP a través de filiales, los autoriza en cambio, a crearlas pero para fines de asesoría previsional. Por otra parte, la ley consagra la posibilidad que las compañías de seguro creen AFP, a través de filiales específicas. La subcontratación de servicios por las AFP es permitida y ampliamente regulada en la ley.

Si bien la ley se refiere principalmente a modificaciones del régimen de pensiones, los cambios abarcan también materias más generales, como es el caso de los organismos estatales relacionados con la seguridad social, incluidos los reguladores. Ello lleva a que los autores sostengan que en el más breve plazo debe hacerse una recopilación en materia de leyes de seguridad social a fin de contar con una mejor sistematización de ellas, evitando las dificultades de su comprensión, interpretación y aplicación que se perciben. No se debe olvidar que esto fue una de las críticas válidas que afectó a la legislación chilena anterior a 1980. 

En fin es posible sostener que la ley 20.255 es una ley miscelánea de seguridad social.

Las materias más relevantes que contempla  la ley son: 

1) Creación de un sistema de Pensiones Solidarias.

2) Cambios profundos en la Institucionalidad Pública del Sistema de Previsión Social, en general.

3) Establecimiento de normas destinadas a la equidad de género y a incentivar la afiliación de jóvenes.

4)        Obligación de cotizar de los independientes y establecimiento de la figura del cotizante voluntario.

5)           Modificaciones al Decreto Ley 3.500, de 1980, para mejorar el funcionamiento y la administración del régimen de capitalización individual, así como también aspectos relacionados con la protección de los afiliados y beneficiarios. 

6) 
    Cambios en materia de Inversiones de los Fondos de Pensiones.

7)
    Cambios en materia de competencia y transparencia en la gestión de  las AFP.

La ley es producto de un proceso consultivo que comenzó con la constitución de un Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional (Comisión Marcel)
 el cual, mediante el mecanismo de audiencias ciudadanas, conoció la opinión de los actores más relevantes, como ser organizaciones de trabajadores y de pensionados, representantes del mundo empresarial, agrupaciones femeninas, expertos de organismos internacionales y de centros de estudios nacionales.

El Consejo elaboró recomendaciones que sirvieron en parte, para el diseño de un sistema de pensiones integrado por un régimen contributivo y uno solidario, para ello, con el fin de mejorar los ingresos de la población de la tercera edad, introduciendo cambios al régimen establecido por el DL 3.500, de 1980 y creando un Sistema Solidario,  lo más amplio posible y teniendo como fin último, el logro de un mejoramiento de los ingresos del sector de más edad  de la población, el que ha aumentado y seguirá incrementándose en la medida que las expectativas de vida del chileno medio crezcan.

Asimismo, se otorga una especial consideración a la cobertura de la mujer, introduciendo un tratamiento que la considera sujeto de protección de forma autónoma y no siempre condicionada a la calidad de cónyuge, sin abandonar el criterio de prestaciones contributivas para la cónyuge sobreviviente, beneficio éste, que la ley hace extensivo al cónyuge sobreviviente.

El informe del Consejo Asesor sirvió de base en parte al trabajo desarrollado por el Comité de Ministros para la Reforma Previsional que preparó el proyecto de ley que la Presidenta de la República envió al Senado, por Mensaje Nº 558-354, el 15 de Diciembre de 2006, cuya tramitación parlamentaria concluyó en enero de 2007.

La discusión del proyecto partió por el Senado, luego pasó a la  Cámara de Diputados,  volviendo posteriormente al Senado, para concluir el debate en un último trámite en la Cámara de Diputados, la que lo aprobó en similares términos que lo despachó el Senado.

El proyecto inicial fue motivo de un significativo número de indicaciones y modificaciones por parte del Ejecutivo, con el fin de incluir los aspectos que fueron consensuados con las bancadas parlamentarias, especialmente las contenidas en el denominado “Protocolo de Acuerdo”, suscrito con fecha 13 de diciembre de 2006
.

En síntesis, estamos frente a una ley cuyo surgimiento como proyecto incluyó un proceso del consultas como se como ya se ha señalado, y una expedita tramitación, que ha permitido que entre en vigor, en el plazo de un año y unos meses, lo que no es frecuente en leyes de este carácter. Lo anterior significa que las modificaciones que contiene son fruto de un consenso, en pos de la protección social. La necesidad de lograr este objetivo, ha llevado a que sectores contrarios o con reservas frente a la administración privada con fines de lucro de regímenes de seguridad social, no cuestionen los acuerdos, en espera del comportamiento del régimen, en los próximos años. 

Para los autores, el objetivo de este estudio es efectuar algunas consideraciones generales en los aspectos arriba señalados y presentar  los principales contenidos de la ley, de forma que los interesados en esta materia cuenten con una relación explicativa de los principales cambios que la ley introduce al sistema de pensiones chileno. 

Corresponde hacer presente que no se abordarán con mayor detenimiento las modificaciones relativas a mejorar y fortalecer el régimen de inversiones al que se deben sujetar las AFP en relación con los recursos de los Fondos de Pensiones. Tampoco se considerarán con detalle, los normas sobre franquicias y regimenes tributarios del ahorro previsional voluntario, contempladas en esta ley.

2.-  PENSIONES SOLIDARIAS. 


La ley  establece un sistema de pensiones solidarias de vejez e invalidez, denominado “Sistema de Pensiones Solidarias” que tiene el carácter de complementario del régimen general de pensiones  regulado por el DL Nº 3.500, de 1980, en la forma y condiciones establecidas por su Título I
, el cual será financiado con recursos del Estado, es decir, se trata de prestaciones no contributivas.  Este sistema solidario otorgará beneficios de pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez y aportes previsionales de vejez e invalidez y será administrado por una entidad pública, el Instituto de Previsión Social, IPS. Serán beneficiarios del sistema, cuando se encuentre en aplicación plena, todas las personas con 65 años de edad, que pertenezcan a los tres primeros quintiles de ingresos (60% de la población) y que acrediten residencia en el territorio, por un número determinado de años, según el tipo de pensión (vejez o invalides).

Este denominado sistema solidario viene a refundir, armonizar y mejorar, los regímenes de pensiones asistenciales, consagrado por el DL 869, del año 1975
 y las pensiones mínimas garantizadas, reguladas en los artículos 73 y siguientes del DL 3.500, de 1980, disposiciones legales que son derogadas. Este nuevo sistema se constituyéndose en el denominado pilar solidario o, más precisamente, el piso mínimo de protección social. Por esta normativa entonces, se consagra una pensión mínima para la mayoría de los chilenos: a las personas que reúnan determinados requisitos de edad, situación económica y de residencia,  se les garantiza el derecho a una pensión básica de financiamiento fiscal o también denominado en doctrina, régimen no contributivo.

2.1.-  PENSION BÁSICA SOLIDARIA DE VEJEZ, PBS

Serán beneficiarias de la pensión solidaria de vejez, las personas que cumplan con los siguientes requisitos:

i) No tengan derecho a pensión en ningún Régimen Previsional.

ii) Que hayan cumplido 65 años de edad.

iii) Que integren un grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de la población. 

iv) Acrediten residencia en el territorio del país por 20 años a lo menos, sean continuos o discontinuos, de los cuales 4, deben estar incluidos en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la solicitud de pensión. El indicado período de residencia se acredita desde que la persona cumple 20 años de edad, con excepción de quienes califican como carentes de recursos, para los cuales el señalado período se cuenta desde su nacimiento.

El monto de la pensión a contar del 01.07.2009 ascenderá a $75.000 y será incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional. La pensión se reajustará automáticamente, en el 100% de la variación del Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior al último reajuste concedido y el mes en que dicha variación alcance o supere el diez por ciento. Si transcurren doce meses desde el último reajuste, sin que la variación supere el diez por ciento, la pensión se reajustará en la variación producida. El primer reajuste se aplicará a contar del 1 de julio del 2009.

La ley modifica el art. 14 del decreto ley Nº 2.448, de 1978, estableciendo que los reajustes automáticos  de las pensiones se producirán con un incremento del 10% del IPC y no un 15%, como lo es hasta ahora.

En opinión de los autores, esta pensión que refunde las de carácter asistencial y las mínimas previsionales garantizadas, constituye un avance, aún cuando su monto podría considerarse bajo e insuficiente, representa poco menos del 60% del ingreso mínimo. La tendencia es que las pensiones representen entre un 60 y un 70% de la renta base que reemplazan. 

Para los actuales beneficiaros de pensiones asistenciales, la transformación de su beneficio a pensión básica solidaria implicará un incremento significativo de la prestación. En tanto, para muchos beneficiarios de pensión mínima garantizada no les resultará conveniente optar por la pensión básica, atendida su cuantía, al menos durante el período de transición, motivo por el cual la ley contempla un derecho de opción
.

La definición del grupo familiar es un aspecto relevante al momento de la calificación del beneficiario. Para tal efecto resulta importante considerar el concepto de grupo familiar que se consagra en el art. 4 de la ley. Conforme a él, integran la familia para los fines indicados,  las personas que unidas por vínculo de parentesco o por existencia de hijos en común, comparten el presupuesto familiar. El solicitante del beneficio puede integrar o excluir miembros del grupo familiar según participen o no en el mantenimiento económico de la familia.

2.2.- APORTE PREVISIONAL SOLIDARIO DE VEJEZ, APS
,
.

Este aporte mensual tiene por finalidad complementar las pensiones otorgadas en virtud del DL Nº 3.500, de 1980, cuando ellas se encuentran bajo un determinado nivel de ingreso conforme las normas de este mismo decreto ley
.

Para acceder a este beneficio se requiere cumplir los siguientes requisitos: tener derecho a una o más pensiones regidas por el DL 3.500, de 1980, cuyo monto sea inferior al valor máximo de la pensión con aporte solidario y reunir las condiciones exigidas para acceder a Pensión Básica de Vejez en cuanto a tener cumplido 65 años de edad, integrar un grupo familiar perteneciente al 60%  más pobre de la población y acreditar tiempo de residencia.

El Aporte Previsional Solidario de Vejez ascenderá a la cantidad que resulte de restar de la pensión final, la pensión o suma de pensiones que perciba el solicitante de conformidad al  DL Nº 3.500, de 1980, del valor de la Pensión Básica de Vejez.  

El aporte solidario decrece a mayor pensión hasta extinguirse para aquellas de un monto igual o superior a $255.000, reajustables por el IPC en la forma indicada anteriormente
. Lo dicho ocurrirá cuando la nueva legislación esté aplicándose en régimen; es decir, a contar del 01.07.2012, como se explicará a continuación al tratar de las normas para el período de transición.

2.3.- PENSIÓN BÁSICA SOLIDARIA DE INVALIDEZ, PBI.

Tendrán derecho a la pensión básica solidaria de invalidez las personas que sean calificadas como inválidas, vale decir, las que se encuentran en la situación definida en el artículo 4º del DL Nº 3.500, de 1980, y que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional.
  

La declaración de invalidez deberá ser determinada por las Comisiones Médicas del régimen de capitalización individual. Además, se debe cumplir con los siguientes requisitos:

- Tener 18 años de edad y menos de 65 años.

- Integrar un grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de la población.

- Acreditar residencia en el territorio nacional por un lapso no inferior a cinco años en los seis años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez. 

La pensión básica de invalidez parcial o total, será de igual valor al de la pensión solidaria de vejez. 

2.4.- APORTE PREVISIONAL SOLIDARIO DE INVALIDEZ, APSI.

Serán beneficiarios del aporte previsional solidario de invalidez las personas declaradas inválidas parciales o totales, de acuerdo al procedimiento establecido en el DL 3.500, de 1980, y que cumplan además, con los requisitos  establecidos en el párrafo anterior para la Pensión Básica de Invalidez y que no perciban pensiones de otros regímenes previsionales.

El Aporte Previsional Solidario de Invalidez asciende a la cantidad que resulte de descontar el monto de la pensión o suma de ellas que el inválido perciba de acuerdo al DL 3.500, de 1980, del valor de la Pensión Básica de Invalidez.

El beneficiario de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional, en su caso, percibirá este beneficio hasta el último día del mes anterior que cumpla 65 años de edad.  A contar de esa fecha podrá acceder a la pensión básica solidaria de vejez o al aporte previsional de vejez, según el caso.  

A las personas declaradas inválidas y que gozan de pensiones o de aportes solidarios, que vuelven a trabajar o que inician una actividad laboral,  la ley les permite mantener la prestación en la medida que la remuneración que obtengan por su empleo no exceda de una determinada cuantía y por un tiempo determinado. Concluido el período de protección completo de la pensión, el monto de la prestación solidaria empieza paulatinamente a decrecer hasta desaparecer
.

2.5.- NORMAS COMUNES DEL PILAR SOLIDARIO DE VEJEZ E INVALIDEZ.

a. El Instituto de Previsión Social, IPS, será el encargado de administrar el Sistema Solidario, de conceder las prestaciones, suspenderlas y extinguirlas, según corresponda.

Los afiliados a una AFP podrán impetrar sus beneficios a través de su Administradora de afiliación, la cual  deberá remitirla al Instituto para su tramitación y la concesión del beneficio de corresponder. 

b. Corresponderá a la Superintendencia de Pensiones la supervigilancia y fiscalización del sistema solidario.  Para tal efecto dictará las normas necesarias y obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el proceso.

c. Las personas que gocen de Pensión Básica Solidaria de Vejez o Invalidez, no causarán asignación familiar. No obstante podrán ser beneficiarias de esta prestación por los descendientes que vivan a su cargo en los términos contemplados en el Sistema Único de Prestaciones Familiares.
  

d. Los beneficios que otorga el Sistema Solidario se extinguirán, en los casos siguientes:

i) Por fallecimiento del titular. En este caso, el beneficio se extinguirá el último día del mes del deceso.

ii) Por haber dejado de cumplir alguno de los requisitos para su otorgamiento.

iii) Por permanencia en el extranjero por más de 90 días, durante el respectivo año calendario.

 iv) Cuando el beneficiario maliciosamente proporcione antecedentes incompletos, erróneos o falsos, para acreditar o actualizar el cumplimiento de los requisitos para acceder a los beneficios.

e. El Instituto de Previsión Social suspenderá el goce de los beneficios solidarios en las siguientes situaciones:

i) Por no cobro de ellos durante seis meses continuos.

ii) Cuando el beneficiario no proporcione antecedentes para acreditar el cumplimiento de los requisitos para mantener el beneficio, dentro del plazo de tres meses.

iii) En el caso de los inválidos no presentarse en plazo correspondiente, a las citaciones que se le efectúe para realizar las reevaluaciones necesarias para lograr su recuperabilidad, ordenadas por las Comisiones Médicas.

f. El Instituto  podrá en cualquier momento  revisar el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario, poniéndoles término cuando concurra alguna causal de extinción de la prestación.

Todo aquel que con el objeto de percibir beneficios indebidos del sistema solidario o incurra en cualquier acción que lleve a defraudarlo, incurrirá en infracción sancionable penalmente (artículo 467 del Código Penal), y además lo incorrectamente percibido, deberá ser restituido al  Instituto, con los reajustes e intereses correspondientes.

g. Las Pensiones Básicas Solidarias de Vejez e Invalidez quedarán afectas a cotización de salud (art. 85 DL 3500, de 1980), con la excepción de aquellos beneficiarios que califican como carentes de recursos. 

Para este efecto, se entenderá que carecen de recursos los beneficiarios de pensión básica que cumplan con el procedimiento que establezca el Reglamento que se dicte al efecto, y que hayan obtenido en el respectivo instrumento que evaluó su situación socioeconómica, un puntaje igual o inferior al que se establezca en dicho reglamento. Los autores observan la importancia que necesariamente deberá darse a la preparación de este reglamento, a objeto de ajustarse al espíritu de la ley.

h. Deberá dictarse un reglamento general para la aplicación del Sistema Solidario de Pensiones, que regule las condiciones para acceder a las prestaciones y la forma de focalización y de calificación de beneficiarios según ingresos, forma de acreditar la composición de grupo familiar del solicitante de beneficios, entre otras materias. Corresponderá su elaboración al Ministerio del Trabajo y Previsión Social y deberá ser suscrito también, por el Ministerio de Hacienda. Corresponde reiterar aquí lo señalado en la letra anterior sobre la importancia de estos Reglamentos
.

i. A los pensionados o imponentes de los Regímenes de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la  Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, no le serán aplicables las disposiciones del Sistema Solidario, aun cuando se encuentren, además afiliados en cualquier otro régimen previsional. 

j. Las personas que carezcan de recursos y gocen de pensión básica solidaria de vejez tendrán derecho a la asignación por muerte regulada por el DFL Nº 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social
.  Sin embargo, si quien hubiese hecho los gastos del funeral fuere una persona distinta del cónyuge, hijos o padres del fallecido, este  tendrá derecho a tal beneficio hasta concurrencia del monto efectivo de su gasto.  El saldo si lo hubiese, hasta completar dicho límite queda a disposición del o de la cónyuge sobreviviente, y a falta de éste, de los hijos o padres del fallecido.  El Instituto de Previsión Social pagará este beneficio con cargo a los aportes fiscales que se contemplen anualmente en su presupuesto.

k. Se crea un subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere la ley Nº 18.600, y que sean menores de 18 años.  Este subsidio se pagará de acuerdo con las normas del DL Nº 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social
 El monto del subsidio corresponderá al valor de las pensiones asistenciales para menores de 65 años, reajustable anualmente según el Índice de Precios al Consumidor.

Corresponde la supervigilancia y control  de esta prestación a la Superintendencia de Seguridad Social. Su gestión queda radicada en el Instituto de Previsión Social. 

l. La ley establece normas para que los beneficiarios de pensiones otorgadas a quienes reúnan la condición de pensionados de gracia, de exonerado político y de reparación en relación con violación a los derechos humanos, accedan a porcentajes de la pensión solidaria o al aporte solidario, según corresponda
. 

Estas normas son una manifestación del interés del legislador por mantener igualdad de trato entre los pensionados y que no queden sectores sin acceder a la cuantía de la prestación básica. 

El análisis de la normativa aplicable al sistema solidario, permite señalar que se incluyen disposiciones que persiguen que todo pensionado -con excepción  de los regímenes de las Fuerzas Armadas y Carabineros- , y cualquiera sea el tipo de su pensión, puedan acceder a complementos que les aseguren al menos pensiones iguales a la mínima cuando la o las que perciben, son de cuantía inferior a ella o a complementos para quines han efectuado cotizaciones. 

. 

2.6.- DISPOSICIONES TRANSITORIAS APLICABLES  AL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS
.

El sistema entrará en vigencia el 1 de julio de 2008
 y durante los dos primeros años de aplicación del Sistema de Pensiones Solidarias, para determinar el nivel socioeconómico del grupo familiar al que pertenece la persona que solicita la pensión o aporte solidario, el Instituto de Previsión Social utilizará como instrumento de focalización, la Ficha de Protección Social actualmente vigente y que administra el Ministerio de Planificación, MIDEPLAN.

Quien goce de Pensión Asistencial, PASIS, a la entrada en vigencia de la ley 20.255, tendrá derecho a pensión básica solidaria de vejez o invalidez, según el caso, la que reemplazará a la PASIS. 

Los discapacitados mentales menores de 18 años con beneficio de PASIS a la data de vigencia de la ley, tendrán como beneficio el subsidio específico que la reemplaza, que es equivalente a una pensión asistencial actual, conforme lo indicado precedentemente
.

Las personas que a la entrada en vigencia de la ley tengan 50 años o más, y estén afiliados al sistema de capitalización individual, podrán acceder a pensión mínima garantizada por el Estado, PMGE. Sin embargo, en cualquier momento podrán optar por los beneficios solidarios que se crean. Igual opción se considera  para los pensionados beneficiarios de la PMGE recién indicada, quienes podrán ejercer la misma opción.

Los imponentes de algún régimen administrado hasta ahora, por el Instituto de Normalización Previsional, INP, tendrán derecho a los beneficios solidarios, siempre que cumplan con los requisitos estudiados. 

Quienes, a la entrada en vigencia de la ley perciban Pensión Mínima Garantizada por el Estado, PMGE, de sobrevivencia, continuarán gozando de ella.  También accederán a esta pensión, en cuanto sobrevivientes,  las personas que hasta el último día del 15º año posterior a la publicación de la ley, cumplan con los requisitos.  Estas pensiones son incompatibles con las que otorgará el Sistema Solidario, sin embargo de reunirse los requisitos, podrán acogerse a él, renunciando a la PMGE.

Se elimina el inciso tercero del artículo primero del DL 3.500, de 1980, con lo cual se termina con las pensiones mínimas garantizadas por el Estado, las que son reemplazadas por la pensión básica solidaria.
 Se suprimen las normas del DL 3.500, de 1980, sobre beneficios garantizados, con las excepciones señaladas, para los afiliados mayores de determinada edad y los actuales pensionados, beneficiarios de ellas.

En cuanto al monto de la pensión solidaria y el aporte previsional, la ley establece el siguiente periodo de transición:

Del 01.07.2008 y hasta el 30.06.2009, la pensión básica solidaria de vejez  será de $ 60.000, y la pensión máxima con aporte solidario (PMAS) ascenderá a $70.000. Durante ese período podrán acceder al sistema las personas cuyo grupo familiar pertenezca al 40% de menores ingresos.  

Desde el 01.07.2009, la pensión básica solidaria de vejez será de $ 75.000  A contar de igual fecha y hasta el 30 de junio de 2010, la pensión máxima con aporte solidario será de $120.000.  El grupo beneficiario estará constituido por el 45% de la población de menores ingresos.

A partir del 01.07.2010 y hasta 30.06.2011, la pensión máxima con aporte solidario, ascenderá a $ 150.000 y accederán al Sistema las personas cuyo grupo familiar pertenezca al 50% de menores ingresos.

Entre 01.07.2011 y el 30.06.2012, la pensión máxima con aporte solidario, PMAS, será de $ 200.000, período en el cual accederán al sistema las personas cuyo grupo familiar pertenezca al 55% de menores ingresos.

A contar del 01.07.2012,  la PMAS, será de $ 255.000 y accederán al sistema las personas cuyo grupo familiar pertenezca al 60% de menores ingresos.

3.- INSTITUCIONALIDAD PÚBLICA DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

Como se indica en el Mensaje del proyecto que dio origen a la ley 20.255, desde el punto de vista institucional, el sistema de pensiones presenta tres ámbitos de funciones o roles: 

1) Político: Desempeñado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a través de la Subsecretaría de Previsión Social; la cual presenta debilidades para el cumplimiento de su misión. 

2) Normativo/Regulatorio: Existe una dispersión de funciones normativas y de regulación de los distintos regímenes que la integran, y en los cuales interviene la Superintendencia de Seguridad Social, la Superintendencia de AFP y la Superintendencia de Valores y Seguros. 

En el caso de la Superintendencia de Seguridad Social, la ley no contempla un párrafo específico con las funciones que conserva.

3) Administrativo: falta unidad en la administración pública de los beneficios, en los que participan el Instituto de Normalización Previsional (INP),  la Tesorería General de la República, el Ministerio de Planificación (MIDEPLAN), las Intendencias Regionales y las Municipalidades.

Por otra parte, el Ejecutivo en el Mensaje indica que no existe información consolidada del sector pensiones, solo la hay a nivel agregado y no por afiliado.  La excepción está constituida por las Encuestas de Protección Social, llevadas a cabo por la Subsecretaría de Previsión Social en conjunto con el Departamento de Economía de la Universidad de Chile
.  

Conforme con la ley Nº 20.255 los órganos públicos que tendrán la principal responsabilidad del sistema de previsión social, son el ya existente Ministerio de Trabajo y Previsión Social y su Subsecretaría de Previsión Social, la Superintendencia de Pensiones, la Superintendencia de Seguridad Social, el Instituto de Previsión Social y el Instituto de Seguridad Laboral.

A dichas instituciones hay que agregar la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones, el Fondo para la Educación Previsional, los Centros de Atención Previsional (CAPRI) y el Consejo Consultivo Previsional. 

Lo anterior significa aumentar el rol del Estado en materia de seguridad social, especialmente en los ámbitos del control del sistema en sus diversos aspectos, sin perjuicio de las atribuciones que en la gestión de regímenes de protección social, corresponderá al Instituto de Previsión Social y al Instituto de Seguridad Laboral. 

Asimismo, son importantes las instituciones asesoras de participación integradas por los actores sociales y los especialistas que de alguna manera están vinculados, directa o indirectamente, con la seguridad social.

Si bien la ley se centra en el régimen de pensiones, como éste es parte o se inserta dentro del sistema de seguridad social, la institucionalidad que se crea y la que se remoza, influye en la gestión de otras prestaciones relacionadas, como ser, asignaciones familiares y riesgos del trabajo.

Adicionalmente, la ley establece que los cambios que se introducen a las entidades públicas, deben realizarse sin afectar los derechos de los funcionarios en servicio, para lo cual el legislador señala las bases sobre las cuales el Presidente de la República dictará los DFL correspondientes, para adecuar las plantas de los organismos involucrados.

 Cabe hacer presente, que la ley también contempla, como se explicará en el apartado correspondiente, cambios a la estructura de funcionamiento de las Administradoras de Fondos de Pensiones, las que deberán contar en sus directorios con Comités de Inversión y de Resolución del Conflictos de Interés. 

3.1- MINISTERIO DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL. 

La ley Nº 20.255 al señalar las funciones y rol del Ministerio reproduce las normas de la ley Nº 18.575, texto refundido, coordinado y sistematizado del DFL Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de Gobierno
.

El Ministerio del Trabajo y Previsión Social tiene a su cargo todo lo que se refiere a Política Social y Laboral del Gobierno, a través principalmente, de las Subsecretarías de  Trabajo y Previsión Social
.

La Subsecretaría de Previsión Social, es el órgano de colaboración inmediata del Ministro y coordina la acción de los servicios públicos del área. A ella le corresponde, entre otras materias,  velar por el éxito del sistema de pensiones. 

Conforme el art. 42 de la ley 20.255, las principales funciones y atribuciones de la Subsecretaría de Previsión Social, son las siguientes:

1. Asesorar al Ministro del Trabajo y Previsión Social en la elaboración de políticas y planes correspondientes al ámbito de la previsión social, como asimismo, en el análisis estratégico, planificación y coordinación de los planes y acciones de los servicios públicos del sector.

2. Estudiar y proponer al Ministro del Trabajo y Previsión Social las normas y reformas legales aplicables al sector y velar por su cumplimiento.

3. Evaluar las políticas aplicables al sector conforme a las instrucciones del Ministro del ramo.

4. Efectuar y promover la elaboración de estudios e investigaciones, en el ámbito de la previsión social.

5. Asistir al Ministro en el ámbito de las relaciones internacionales en materia de previsión social y en la participación de Chile en organismos internacionales relativos al tema.

6. Definir y coordinar la implementación de estrategias para dar a conocer a la población el sistema de previsión social y facilitarles el ejercicio de sus derechos conforme a las políticas definidas en la materia.

7. Promover estrategias de incorporación de los trabajadores independientes al régimen de cotizaciones obligatorias establecido en el DL Nº 3.500, de 1980.

8. Administrar el Fondo para la Educación Previsional.

9. Asistir administrativamente a la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones.

Con éstas y otras atribuciones lo que se espera es reforzar la capacidad ministerial de planificar, supervisar y conducir a ciertos fines la política social que le compete, incluyendo los instrumentos de educación para la previsión. Hasta la fecha, las atribuciones y funciones de la Subsecretaría le dejaban un ámbito de acción relativamente escaso en la orientación de las políticas en materia de seguridad social. Asumir las tareas recién descritas implicará una redefinición de su planta de personal la que actualmente es insuficiente.

En el ámbito específico de las pensiones, la Subsecretaría de Previsión Social, cuenta desde ahora, con atribuciones expresas tendientes a dar a conocer los derechos que tienen las personas en relación con las pensiones contributivas y las pensiones solidarias que otorga el sistema.

3.2.- COMISIÓN DE USUARIOS
.

La  creación de la Comisión de Usuarios es particularmente importante, porque se establece como una instancia relevante hacia la participación y el diálogo social. Esta Comisión es similar, pero no idéntica, a la establecida por la ley Nº 19.728, sobre Seguro de Cesantía.

La Comisión de Usuarios estará integrada por un representante de los  trabajadores, de los pensionados, de las instituciones públicas, de las entidades privadas del sistema de pensiones y de un académico universitario, que la presidirá.

Las funciones principales  de la Comisión incluyen informar a la Subsecretaría de Previsión Social, y a otros organismos públicos del sector, sobre las evaluaciones que sus representados efectúen del funcionamiento del Sistema y proponer también, las estrategias de educación y difusión del mismo.

La Subsecretaría de Previsión Social otorgará la asistencia administrativa para el funcionamiento de la Comisión,  la que podrá pedir apoyo técnico a los organismos públicos correspondientes.

Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda,  regulará las funciones e integración de la Comisión y la forma de designación, inhabilidades y causales de cesación en los cargos de sus miembros. Fijará, en general, todas aquellas atribuciones necesarias para su funcionamiento
.  

A juicio de los autores la definición del mecanismo de funcionamiento y la elección de los miembros de la Comisión, entregada a una reglamentación posterior, requerirá de una cuidadosa consideración, ya que el éxito del trabajo de la Comisión depende fundamentalmente de la representatividad de sus miembros.

La relación de la Comisión de Usuarios y en especial de sus integrantes, con la Subsecretaría de Previsión Social, debe radicarse exclusivamente en el sustento administrativo y técnico que ella debe proporcionarle, evitando cualquier confusión de roles e interferencias que afecten la autonomía de la Comisión y su representatividad.

3.3.- FONDO DE EDUCACIÓN PREVISIONAL

Se crea este Fondo, administrado por la Subsecretaría de Previsión Social, con el objeto de apoyar financieramente proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión del sistema de pensiones.  Los recursos del Fondo serán asegurados por dicha Subsecretaria y otorgados por concursos públicos, previa propuesta de un Comité de Selección.

El Comité de Selección estará integrado por el Presidente de la Comisión de Usuarios del Sistema, por un representante de la Subsecretaría de Previsión Social, por un representante de la Superintendencia de Pensiones y por un representante del Instituto de Previsión Social.

Un reglamento establecerá las normas de operación del Fondo y del Comité de Selección, el que será dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y suscrito por el Ministro de Hacienda.

El Fondo se financiará principalmente por el aporte que contemple anualmente la ley de Presupuestos y por donaciones nacionales e internacionales de cualquier tipo. 

Al menos un 60%  de los fondos anuales deberá destinarse a proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión para beneficiarios que no residan en la Región Metropolitana, en la medida que existan proyectos en la línea señalada que cumplan con los requisitos técnicos del caso. 

En este Fondo se privilegia a los beneficiarios de provincias, lo que es un impulso importante a la regionalización del país.

Llama la atención que las Administradoras de Fondos de Pensiones no estén reasentadas directamente en el Comité de Selección del Fondo ni contribuyan al financiamiento de éste.

Tampoco está claro si este Fondo pagará a funcionarios públicos que se perfeccionen por esta vía.

3.4.- SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES

Se crea la Superintendencia de Pensiones, organismo público descentralizado, con personalidad  jurídica y patrimonio propio, que se regirá por la normas de ley 20.255 y su estatuto orgánico, el que será dictado una vez que sean puestas en vigencia las normas que revisaremos, para lo cual el Presidente de la República dictará dentro del primer año contado desde la fecha de publicación de la ley
, un Decreto con Fuerza de Ley de Trabajo y Previsión, y suscrito también por el Ministro de Hacienda, en que se determinará la fecha de iniciación de sus actividades, contemplándose un período para su implementación. Dicho DFL indicará, asimismo, la fecha de supresión de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones
.  

La Superintendencia se relacionará con el Presidente de la República a través de la Subsecretaría de Previsión Social y estará regida por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la Ley 19.882. En cuanto organismo público, la Superintendencia estará sujeta a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que se refiere al examen de las cuentas de entradas y gastos, exclusivamente.

La Superintendencia de Pensiones  será considerada para todos los efectos la sucesora y continuadora legal de la Superintendencia de Administradora de Fondos de Pensiones, creada por el DL 3.500, de 1980, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones.

Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas realicen a la Superintendencia de AFP, se entenderán  efectuadas a la Superintendencia de Pensiones. 

Adicionalmente, la Superintendencia de Pensiones asumirá las funciones que la Superintendencia de Seguridad Social ha ejercido en relación con los regímenes previsionales de pensiones, que administrará el Instituto de Previsión Social, que será el continuador legal del INP, para estos efectos.

En general, a la Superintendencia de Pensiones corresponde como su denominación lo indica, el control del sistema de pensiones en su conjunto, excluyendo a las Cajas de de Previsión de las Fuerzas Armadas y Carabineros.

Además de las funciones que actualmente tiene la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, contará con otras atribuciones adicionales, entre ellas: 

- Ejercer la supervigilancia y fiscalización del Sistema de Pensiones  Solidarias que administrará el Instituto de Previsión Social.

- Fiscalizar al Instituto de Previsión Social respecto de los regímenes de prestaciones de las Ex - Cajas de Previsión y del Ex -Servicio del Seguro Social que éste administre con excepción de aquellas materias referidas al seguro social accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

- Velar por el cumplimiento de todo lo relativo al proceso de calificación de invalidez, tanto para los afiliados al sistema de pensiones establecidos por el DL Nº 3.500 de 1980, como a los imponentes de los regímenes previsionales que administrará el Instituto de Previsión Social
. Adicionalmente, le compete el control de las Comisiones Médicas Regionales y Central.

- Tomar todas las medidas para evitar la morosidad y fomentar el pago oportuno de las cotizaciones de previsión social, coordinándose con las instituciones competentes en materias de fiscalización y pago de las cotizaciones de seguridad social.

- Constituir y administrar en conjunto con la Superintendencia de Valores y Seguros el Registro de Asesores Previsionales.

- Dictar normas e impartir instrucciones de carácter general en materias  de su competencia.

- Interpretar administrativamente en el ámbito de su actuación las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a las personas o entidades fiscalizadas.

- Aplicar sanciones a sus fiscalizados.

- Efectuar estudios técnicos y actuariales dentro de su ámbito de competencia y asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en especial a la Subsecretaría de Previsión Social en la celebración y ejecución de convenios internacionales relativos a materia de previsión social 

- Controlar administrativamente a la Comisión Ergonómica Nacional.

- Fiscalizar la constitución, mantenimiento, operación y aplicación del Encaje por las AFP.

- Regular y controlar el funcionamiento de los servicios que una AFP hubiere subcontratado, cuando éstos sen relacionen con su giro. 

- Designar mediante resolución fundada a uno de sus funcionarios como inspector delegado en una Administradora, (por un plazo máximo de seis meses, renovable por una vez por igual período), con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones. La designación debe fundarse en hechos graves descritos en la ley, que pongan en peligro inminente la seguridad de los Fondos de Pensiones y hagan necesaria la adopción de medidas urgentes.
La dirección superior y la administración de la Superintendencia corresponderán al Superintendente, quien será el jefe superior del Servicio.

La Superintendencia de Pensiones podrá requerir datos personales y la información que fuese necesaria para el ejercicio de sus funciones, tanto a personas naturales como instituciones públicas o privadas. Podrá, además, realizar el tratamiento de los datos personales con el fin de ejercer control y fiscalización en materia de su competencia.

El Superintendente y el personal de la Superintendecia, deberán siempre guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, y cumplir además con todas las normas de probidad administrativas.

 Este personal se regirá por todas las normas que actualmente se aplican en la Superintendencia de AFP.

3.5.- INSTITUTO DE PREVISIÓN SOCIAL, IPS

Se crea el Instituto de Previsión Social, servicio público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propio, bajo la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social. El IPS tendrá por objeto especialmente, la administración del sistema de pensiones solidarias y de los regímenes previsionales en extinción, administrados actualmente por el Instituto de Normalización Previsional.  El Instituto tendrá el carácter de Servicio Público de aquellos regidos por el sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la Ley Nº 19.882. Entrará en funciones conforme lo determine el Presidente de la República por DFL, contemplando un período para su implementación al igual que lo que ocurrirá con la Superintendencia de Pensiones. 

El Instituto de Previsión Social en el ámbito de las funciones y atribuciones que se le traspasan, cuando entre a funcionar, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal del Instituto de Normalización Previsional con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al Instituto de Normalización Previsional, se entenderán efectuadas al Instituto de Previsión Social.

El Instituto de Previsión Social tendrá las siguientes funciones y atribuciones principales:

1.- Administrar el sistema de pensiones solidarias, conceder los beneficios que éste contempla, cesarlos o modificarlos.

2.- Administrar las bonificaciones por hijos para las afiliadas mujeres.

3.- Otorgar y pagar las asignaciones familiares a los trabajadores independientes.

4.- Administrar los regímenes previsionales de las Ex -Cajas de Previsión y el Ex -Servicio del Seguro Social, como continuador legal del Instituto de Normalización Previsional, como asimismo, los demás beneficios que dicho Instituto otorga con excepción de aquellos contemplados en la ley Nº 16.744 de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

5.- Celebrar convenios con entidades o personas jurídicas de derecho público o privado tengan o no fines de lucro, que administren prestaciones de seguridad social para que los Centros de Atención Previsional, CAPRI, les presten servicios de carácter administrativo con el objeto de favorecer la adecuada atención a los beneficiarios y afiliados.  

6.- Celebrar convenios con organismos públicos y privados para realizar tareas de apoyo en la tramitación  e información respecto de los beneficios del Sistema Solidario.

7.- Asimismo, el Instituto podrá efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

8.- Realizar diagnósticos y estudios actuariales y aquellos relativos a temas propios de sus funciones.

9.- Llevar un sistema de información de datos previsionales, para lo cual podrá requerir información de las entidades y personas que los gestionen, cuidando de su adecuado uso y sujetándose a las normas de reserva de datos y de probidad.

La dirección superior y la administración del Instituto, corresponderá a un Director Nacional, que será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad y atribuciones y deberes inherentes a esa calidad
. 

3.6.- INSTITUTO DE SEGURIDAD LABORAL

A contar de la fecha en que entre en funciones el Instituto de Previsión Social, IPS
, el Instituto de Normalización Previsional, se denominará Instituto de Seguridad Laboral (ISL)
. A esta nueva entidad le corresponderá la administración del seguro social de la ley 16.744, de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, el cual estará sujeto al control de la Superintendencia de Seguridad Social. La ley no específica las atribuciones de esta entidad, salvo en cuanto a indicar que se rige por el Sistema de Alta Dirección  Pública.

3.7.- CENTROS DE ATENCIÓN PREVISIONAL INTEGRAL, CAPRI

El Instituto de Previsión Social establecerá una red de Centros de Atención Previsional Integral de cobertura nacional, que tendrán como objetivo otorgar la prestación de servicios de información y tramitación en asuntos previsionales y de seguridad social a los beneficiarios y afiliados  para facilitarles hacer efectivo los derechos que les correspondan. Para el mejor y más amplio cumplimiento de las funciones de los CAPRI, el IPS, podrá celebrar convenios con entidades de previsión o que administren prestaciones de este orden.

Las atribuciones y funciones de los CAPRI serán:

- Recibir las solicitudes de pensión de vejez por cumplimiento de la edad legal, invalidez y sobrevivencia que presenten los afiliados y beneficiados del sistema de pensiones establecidas en el DL Nº 3.500, de 1980, y remitirla  para su tramitación a la AFP a que pertenezcan.

- Los Centros de Atención Previsional Integral estarán facultados para recibir y remitir a la AFP que corresponda, las reclamaciones que presenten los afiliados o sus beneficiarios de pensión de sobrevivencia.

- Tramitación de las solicitudes de otorgamiento de los beneficios que otorga el Instituto de Previsión Social y notificar de su concesión, modificación o cese.

- Informar y atender las consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones establecidos en el DL Nº 3.500, de 1980, y del Sistema de Pensiones Solidarias. 

- Emitir certificaciones relacionadas con los regímenes que administra y los beneficios que otorga el Instituto de Previsión Social.

- Prestar los servicios que el Instituto de Previsión Social convenga con entidades o personas jurídicas, en el ámbito de la seguridad social y que sean de competencia de dichos Centros.

- Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes o reglamentos.    

La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general, regulará el ejercicio de las funciones y atribuciones antedichas.

3.8.- CONSEJO CONSULTIVO PREVISIONAL

Constituye uno de los objetivos de esta ley, la participación de los actores sociales en el régimen de pensiones. En doctrina la participación de los actores sociales en las organizaciones puede ser gestionaria o consultiva. El legislador optó por la participación consultiva, con la misma lógica existente en el Estatuto de Capacitación y Empleo y en el Seguro de Cesantía. 

El Consejo Consultivo Previsional debe otorgar asesoría a los Ministros del Trabajo y Previsión  Social y de Hacienda en las materias relacionadas con el Sistema de Pensiones Solidarias.

Entre las funciones del Consejo se cuentan: asesorar sobre propuestas de modificaciones legales de los parámetros del sistema solidario y las ajustes a los reglamentos; dar opinión en todo lo que incida en el otorgamiento, revisión, suspensión y extinción de beneficios; evacuar un informe anual remitido a los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda y al Congreso Nacional, que contenga su opinión acerca del funcionamiento de la normativa sobre el sistema de pensiones solidario.

Entre las opiniones que debe emitir el Consejo figura el relativo a los impactos en el mercado laboral y los incentivos al ahorro, y los efectos fiscales producidos por las modificaciones de normativas del sistema solidario. Dicho parecer fundado se emitirá en la oportunidad que fije el Reglamento respectivo, y deberá constar en un informe de carácter público remitido a los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda. 

Adicionalmente, el Consejo deberá dar su opinión respecto de todas las materias relativas al sistema solidario en que los Ministros indicados pidan su parecer. Por su parte, los Ministros deberán emitir una respuesta formal a cada Informe elaborado por el Consejo. En determinados casos, como ser Informes sobre reformas legales y reglamentarias, los Ministros remitirán dicho documento, así como la respuesta recién indicada, al Congreso Nacional. 

Para cumplir con las labores señaladas, el Consejo deberá contar con los estudios y antecedentes técnicos que se tuvieron a la vista para tal efecto por parte de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda. Sin perjuicio de ello, la Subsecretaría de Previsión Social deberá poner a disposición del Consejo los antecedentes y estudios técnicos complementarios a los indicados, que requiera para el debido cumplimiento de sus funciones.

El Consejo sesionará convocado por su Presidente a petición de  dos de sus miembros o de cualquiera de los Ministros. Se reunirá de forma periódica y con la frecuencia que determinen sus integrantes. Los Ministros arriba indicados, tendrán derecho a ser oídos por éste cada vez que lo estimen conveniente, pudiendo concurrir a sus sesiones. Al Secretario nombrado por el mismo Consejo
, entre otras de sus obligaciones, le corresponderá coordinar el funcionamiento del Consejo. La Subsecretaría de Previsión Social prestará al Consejo el apoyo administrativo necesario para su debido funcionamiento.

El Consejo estará integrado por un miembro designado por el Presidente de la República, que lo presidirá, y cuatro designados por el mismo Presidente de la República, y ratificados por el Senado, los cuales durarán seis años en sus funciones. Los Consejeros deben ser personas con reconocido prestigio por su experiencia y conocimientos en el campo de la Economía, el Derecho y disciplinas relacionadas con la seguridad social y el mercado laboral.  Los consejeros designados con ratificación del Senado, por los cuatro séptimo de los senadores en ejercicio, se elegirán por pares alternadamente cada tres años Para tal efecto el Presidente hará una propuesta que comprenderá dos consejeros. El Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad.

Los consejeros designados con ratificación del Senado serán inamovibles en sus cargos. 

Los integrantes del Consejo tendrán incompatibilidad con el ejercicio de cargos directivos unipersonales en los órganos de dirección de los partidos políticos. Tampoco podrán ser gerentes, administradores o directores de una AFP, de una Compañía de Seguros de Vida, ni de alguna de las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.

Las decisiones del Consejo se tomarán por la mayoría de sus miembros y en caso de empate resolverá su Presidente. El quórum mínimo para sesionar será de tres miembros con derecho a voto.

Como ya se ha indicado,  un reglamento  del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará el funcionamiento de este organismo.

4.- EQUIDAD DE GÉNERO: COBERTURA Y BENEFICIOS PARA LA MUJER
. 

Los cambios demográficos, económicos y sociales registrados en las últimas décadas, han producido efectos en muchos ámbitos, entre ellos en el rol de la mujer, quién deja de desempeñarse fundamentalmente como dueña de casa, y en un número considerable se integra al mercado laboral, modificándose el supuesto de que la fuerza de trabajo se compone casi exclusivamente por hombres, quienes a su vez, son los jefes de hogar.
 

Lo anterior no significa que la mujer deje de cumplir su rol en la vida familiar, sigue desarrollándolo, pero integrada al mundo laboral, cambiando, entre otros muchos aspectos, el componente de ingresos de la familia, lo que influye consecuencialmente, en la situación previsional. 

En materia de cobertura de seguridad social, existe una gran diferencia en la situación de hombre y mujer: por regla general, ella se incorpora más tarde al mercado de trabajo y por definición legal se puede pensionar antes; asimismo, por diversas razones (en particular por el cuidado de los hijos) ella entra y sale con más frecuencia del mercado laboral; existe una brecha remuneracional,  y también es un hecho que, a igual empleo, la mujer gana menos. Todo ello tiene efectos en la cuantía de la pensión a la que pueden acceder.

Los estudios que se tuvieron presente para la aprobación de la ley que nos ocupa, estiman que una parte importante de las afiliadas mujeres accederán a Pensión Básica Solidaria, PBS. Un alto número de las afiliadas no lograrán reunir 20 años de cotizaciones, como exige el DL 3.500, de 1980, en su texto vigente a la fecha de promulgación de la ley Nº 20.255, para acceder a la Pensión Mínima con Garantía Estatal.

Por los motivos expuestos, uno de los objetivos perseguidos al crear el Sistema de Pensiones Solidarias es abordar la cuestión de la equidad de género. 

Sin perjuicio de lo anterior, y con el fin de establecer mecanismos que reconociendo la realidad familiar y laboral que le toca enfrentar a las mujeres, sea como cónyuge o jefa de hogar,  la ley incluye normas destinadas aumentar el saldo de sus cuentas individuales a objeto que accedan a pensiones de mayor cuantía. Los cambios más trascendentes son los siguientes
:

4.1.- BONIFICACIÓN DE COTIZACIÓN POR HIJO.

Al respecto se establece:

4.1.1.- Una bonificación monetaria por cada hijo nacido vivo, a depositar en la cuenta individual de la beneficiaria cuando cumpla los 65 años de edad.

4.1.2.- Por cada hijo nacido vivo, se efectuará un aporte fiscal equivalente al 10% de 18 ingresos mínimos
, vigente en el mes de nacimiento del hijo, y beneficiará a las mujeres que se pensionen a contar del 01.07.2009. Para los hijos nacidos antes de esa data, se considerará el 10% sobre el ingreso mínimo vigente a esa fecha y el bono devengará intereses desde ese momento, los cuales se aplican hasta que la beneficiaria cumpla los 65 años de edad.

A contar del 01.07.2009, la bonificación que nos ocupa será considerada por el Instituto de Previsión Social para el cálculo de las pensiones de referencia.

4.1.3.- Los hijos, sean biológicos o adoptivos, generan el beneficio y, por consiguiente, podrá ser reclamado por dos trabajadoras cotizantes, con la misma causa.

4.1.4.- La bonificación devengará una rentabilidad por mes completo, contado desde el mes de nacimiento y hasta los 65 años de la afiliada. La bonificación se enterará a la cuenta individual el mes siguiente en que la afiliada cumpla los 65 años de edad.

4.1.5.- La afiliada al régimen del DL 3.500, de 1980, las beneficiarias de pensión solidaria y las que gocen de pensión de sobrevivencia, deben reclamar el beneficio al Instituto de Previsión Social.

4.1.6.- La peticionaria debe acreditar residencia en términos similares a los que se exigen para acceder a pensión básica solidaria
.

Un reglamento que dictará el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos aplicables para acceder al beneficio.

4.2.- SEPARACIÓN POR GÉNERO DE LA LICITACIÓN DEL SEGURO DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA. 

La comisión a pagar por los empleadores por este seguro será uniforme para hombre y mujeres. En caso de existir una diferencia en razón del sexo de los afiliados, entre la cotización destinada al financiamiento del seguro y la prima necesaria para financiarlo, las AFP enterarán la diferencia en cada una de las cuentas individuales de aquellos afiliados que pagaron una cotización superior a dicha prima, de acuerdo con lo que establezca una norma de carácter general que dicte la Superintendencia de Pensiones y de Valores y Seguros
.

Como veremos este seguro se licitará en grupos separados de acuerdo al sexo de los afiliados. Se espera que esta medida, atendida la situación de la mujer, beneficie las cuentas individuales de las cotizantes, ya que serían las que recibirían mayores diferencias por exceso de cotización.

4.3.- COMPENSACIÓN PREVISIONAL POR DIVORCIO O NULIDAD
.  

La ley de matrimonio civil
 contiene disposiciones que regulan las compensaciones entre cónyuges por menoscabo de uno de ellos, producto de su dedicación al cuidado el hogar.  La ley Nº 20.255, establece que en caso de nulidad o divorcio el juez competente podrá llegar a ordenar el traspaso de fondos desde la cuenta de capitalización individual del cónyuge que debe compensar a la del cónyuge compensado.  De no existir dicha cuenta, el traspaso se realiza a una de capitalización voluntaria, que se abrirá al efecto.  El monto máximo a derivar es del 50%, del total de los recursos acumulados durante el matrimonio.  En este aspecto la Superintendencia de Pensiones cumplirá funciones técnicas y de información a los tribunales y también le corresponderá normar los procedimientos de traspaso.

Las compensaciones económicas en materia previsional por divorcio o nulidad, serán aplicables en los juicios respectivos que se inicien a contar del séptimo mes siguiente a la fecha de publicación de la ley (01.10.2008). 

4.4- COTIZACIÓN VOLUNTARIA. 

Se consagra la opción de cotizar en cuentas de terceros. La ley, conforme al artículo 91, número 63
, crea la figura del cotizante voluntario Para incluir estas normas el Ejecutivo sostuvo en el Mensaje que las disposiciones respectivas no implican riesgos para el Sistema de Pensiones Solidarias, ya que este no exige “número de periodos cotizados”, y tampoco para el seguro de invalidez y sobrevivencia, ya que tales aportes se pueden considerar como obligatorios
.

Los trabajadores dependientes cuyo cónyuge posea la calidad de afiliado voluntario, pueden autorizar a sus respectivos empleadores descuentos de sus remuneraciones de sumas destinadas a cotizaciones a favor de la cuenta de capitalización individual voluntaria del cónyuge. Dicho descuento, que se puede realizar conforme a las nuevas disposiciones y que tiene el destino señalado precedentemente no da derecho al trabajador dependiente a hacer uso de la exención tributaria estipulada en el artículo 18 de la ley de la Renta por tales aportes
 
.

4.5.- PENSION DE SOBREVIVENCIA PARA EL CÓNYUGE. 

 Se modifica el Art. 5 del DL 3.500, de 1980
, en cuanto se establece el derecho a pensión de sobrevivencia del cónyuge varón respecto de la cónyuge, sea o no inválido y del padre soltero de hijos reconocidos y que viva a sus expensas.  Con esta modificación se avanza a igualar derechos y obligaciones entre hombres y mujeres. 

Para ser beneficiarios, los cónyuges deben cumplir requisitos de tiempo de matrimonio previo al fallecimiento de la causante, similares a los que se exigen a la cónyuge que es sobreviviente con derecho a pensión de su marido
, es decir, haber contraído matrimonio con el o la causante a lo menos con seis  meses de anterioridad a la fecha de su fallecimiento o tres años, si el matrimonio se verificó siendo el o la causante pensionada de vejez o invalidez.

4.6.- UNIFORMAR LA COBERTURA DEL SEGURO DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA A LOS 65 AÑOS, COMO EDAD MÁXIMA PARA HOMBRES Y MUJERES
. 

Las afiliadas mujeres mayores de 60 y hasta 65 años de edad no pensionadas, tendrán derecho a pensión de invalidez y al aporte adicional para las pensiones de sobrevivencia que causen, conforme las normas generales que regulan la materia en el DL 3.500, de 1980. 

Entonces, si bien el legislador mantiene como edad de pensión de vejez para las afiliadas mujeres los 60 años, fomenta su mantención en el mercado laboral asegurando que frente a una situación de invalidez y a falta de saldo suficiente en la cuenta de capitalización individual para financiar la o las pensiones de sobrevivencia que se generen, opere el seguro que hasta ahora y respecto de ellas, sólo estaba vigentes hasta los 60 años. Se trata sin duda de una medida orientada en la dirección correcta; ante la falta de consenso actual para incrementar la edad legal de pensión de vejez de las mujeres, se consagran normas que les permiten mantenerse como trabajadoras activas, con la seguridad que accederán a prestaciones equilibradas. No obstante, hay que dejar en claro, que la mujer que se pensiona a los 60 años, accede a una prestación de monto más bajo que si se pensiona a los 65 años. En la práctica ocurre que muchas mujeres pensionadas continúan trabajando en condiciones precarias y con ingresos mínimos para adultos mayores. Tampoco hay que olvidar que las mujeres tienen una tasa todavía baja de incorporación al trabajo formal en términos comparados. 

5.- INCENTIVOS PARA LA INCORPORACIÓN DE AFILIADOS JOVENES: SUBSIDIO A LAS PRIMERAS COTIZACIONES
.

Los estudios que consideró la “Comisión Marcel” muestran que existen pocos incentivos para que los jóvenes coticen. Por tal motivo, se promovió establecer un subsidio fiscal a las cotizaciones mensuales efectivas, por las 24 primeras, para trabajadores jóvenes entre 18 y 35 años, con ingresos mensuales inferiores a 1,5 veces el ingreso mínimo. El texto del proyecto convertido en ley introduce el beneficio que incluirá:

a) un subsidio al empleador, consistente en el 50% de la cotización de un ingreso mínimo en relación exclusivamente, con las 24 primeras cotizaciones de los trabajadores “jóvenes” que tenga contratados, y 

b) un aporte a la cuenta individual del trabajador por el mismo monto.  Este subsidio no se considerará cotización para los efectos del cobro de comisiones por parte de las AFP, cuando los ingrese a la cuenta de capitalización individual del trabajador.

De esta forma, un trabajador que no ha cumplido 35 años, al incorporarse al mercado laboral como trabajador dependiente, por sus 24 cotizaciones iniciales, continuas o discontinuas, genera un beneficio previsional, en tanto su remuneración no exceda de un 1,5 ingreso mínimo
.

Cumpliendo con los requisitos señalados, el empleador podrá reclamar el aporte estatal al Instituto de Previsión Social. A este mismo organismo le corresponderá determinar su monto y lo integrará en la cuenta de capitalización individual del beneficiario, en su AFP de afiliación. 

El trabajador podrá reclamar el beneficio ante la inacción del empleador.

Para reclamar el subsidio será necesario que el empleador ingrese las cotizaciones correspondientes al trabajador de que se trata, dentro de los plazos legales: diez primeros días del mes siguiente en que se devengaron las remuneraciones.

La ley se preocupa de establecer que quién perciba para sí o terceros, indebidamente el subsidio, proporcionando, declarando o entregando a sabiendas, datos o antecedentes falsos, incompletos o erróneos,  incurrirá en sanciones penales, debiendo además restituir el subsidio al Instituto de Previsión Social con reajustes e intereses

Como en muchas otras materias, el legislador deja entregado a un Reglamento la definición  de los procedimientos a aplicar para la determinación, concesión y pago del beneficio y los demás aspectos administrativos que permitan darle cumplimiento. En este aspecto, corresponde al Ejecutivo una importante actividad a objeto que dicho  instrumento se ajuste al espíritu de la ley.

El subsidio al empleador regirá a partir del 01.07.2009.  En tanto que el correspondiente al trabajador estará en aplicación desde el 01.07.2011. Como se observa, los plazos de transición son diferentes, de forma que recién los trabajadores que reúnan los requisitos e inicien su vida laboral desde julio de 2011, generarán el beneficio completo. 

6.- TRABAJADORES INDEPENDIENTES: OBLIGACIÓN DE AFILIACIÓN Y COTIZACIÓN
.

Uno de los aspectos claves para incrementar la cobertura tiene que ver con la incorporación obligatoria a la seguridad social de los trabajadores independientes, los cuales conforme lo disponía el artículo 89, del DL 3.500, de 1980, hasta la entrada en vigencia de las normas que nos ocupan, contaban con total libertad para afiliarse y cotizar. 

Conforme a los datos tenidos a la vista por los autores, la cobertura actual para pensiones es de aproximadamente es del 5% de tales trabajadores.

Con el objeto de mejorar la cobertura de este importante sector de trabajadores, la ley consagra normas que facilitan su acceso a beneficios por pensiones
, salud, accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y prestaciones familiares, entre otras, en igualdad de trato que los afiliados dependientes, consagrándoles similares obligaciones y derechos. 

La incorporación ocurrirá  gradualmente, hasta que llegue el momento que  la afiliación será obligatoria
 para todos estos trabajadores. Cuando ello suceda llegarán a tener cobertura plena o total del seguro de invalidez y sobrevivencia
, que contempla el DL 3.500, de 1980, para sus afiliados
.

6.1.- TRABAJADOR INDEPENDIENTE, DOS CATEGORÍAS DE AFILIADOS.

Se modifica el artículo 89 del DL 3.500, de 1980, el cual define al trabajador independiente para efectos previsionales, manteniendo como requisitos para tal calificación, que se trate de una persona natural, que no esté sujeta a subordinación respecto de un empleador y que ejerza individualmente una actividad de la cual obtenga rentas en la condición de independiente. Estas rentas, conforme a su calificación tributaria, darán lugar a la obligatoriedad o a la voluntariedad: si percibe rentas gravadas por el numeral 2° del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta
 tendrá obligación de afiliación y cotización al sistema previsional, en caso contrario será facultativo. Así, en un reconocimiento a la heterogeneidad del trabajo autónomo, se divide a estos trabajadores, en independientes obligados a cotizar e independientes que pueden optar por hacerlo, conforme a las normas generales del denominado afiliado voluntario. No obstante, las nuevas disposiciones establecen que las cotizaciones de pensiones y salud, efectuadas por estos trabajadores independientes que pueden optar, tendrán el carácter de cotizaciones previsionales para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta
.

Con todo, debe tenerse en cuenta que la ley se refiere sólo a los independientes denominados formales, es decir, a los que están sujetos a las normas tributarias.

6.2.- COTIZACIONES AL SISTEMA DE PENSIONES.

La renta imponible para efectos de las cotizaciones previsionales destinadas a pensiones y salud será anual: el 80%
 del conjunto de rentas brutas gravadas por el artículo 42 Nº 2, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, obtenidas en el año anterior a la declaración, con base en el ingreso mínimo mensual ni superior al producto de multiplicar 12 por el límite máximo imponible establecido en el nuevo inciso primero del artículo 16 del DL 3.500, de 1980. Cabe hacer presente que dicho inciso sufrió una modificación al tope imponible tradicional en el sentido de considerar a futuro la variación del índice de remuneraciones reales determinadas por el Instituto Nacional de Estadísticas entre noviembre del año ante precedente y noviembre del precedente, manteniendo en todo caso, las 60 unidades de fomento, como base inicial del tope mensual para aplicar los reajustes. Este cambio rige a contar del 1 de enero de 2009. Por otra parte, el legislador dispone que si un trabajador independiente percibe rentas del numeral 2° del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y además cuenta con remuneraciones como dependiente se suman todas ellas para efectos de determinar el tope imponible. 
Conciente de las dificultades que trae consigo una periodicidad anual en el pago, la ley incorpora a la seguridad social una herramienta, hasta ahora, típicamente tributaria: los pagos provisionales mensuales, por los cuales, el trabajador independiente puede realizar uno o más pagos mensuales los que se imputarán al pago anual de las que comenzarán a ser sus cotizaciones previsionales obligatorias.

La modificación del marco temporal de cotización afecta igualmente al seguro de invalidez y sobrevivencia, por lo cual la cobertura que ofrezca será determinada por la base imponible sobre la que se aportó. Si esta fuere igual o superior a siete ingresos mínimos mensuales, se extenderá por doce meses (Mayo-Abril). En caso contrario, la cobertura del seguro será proporcional, determinada de acuerdo a la formula indicada en la ley
.

En cuanto a la gestión y a que las cotizaciones por rentas imponibles se realicen efectivamente, la ley asigna funciones a las Administradoras de Fondos de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos y a la Tesorería General de la República, en concreto, en relación con el recaudo, retención y entero de las cotizaciones. Para ello se tiene en consideración el carácter anual que revestirán las aportaciones obligatorias que corresponde efectuar a los independientes, a que su base de cálculo se relaciona con su ingreso anual determinado por el Servicio de Impuestos Internos y que además, a la Tesorería General toca eventualmente, devolver impuestos o retener de ellos sumas que adeude contribuyente y afiliado cotizante. También se incluyen normas sobre cobro de cotizaciones adeudadas y los bienes respecto de los cuales se pueden ejercer apremios.

Corresponderá que las entidades recién mencionadas transmitan información al afiliado para asegurar el cumplimiento de la obligación de cotizar y las anexas a ella, conforme a parámetros previamente definidos por el afiliado en cuanto a renta imponible y efectivo entero de ellas. 

Para todos estos efectos deberá dictarse un reglamento.

6.3.- PRESTACIONES DE SALUD Y COTIZACIONES.

Los trabajadores independientes incorporados, tendrán acceso a las prestaciones de salud contenidas en el DFL 1, del Ministerio de Salud, de 2005, para lo cual deben cotizar el 7%, respectivo. En este caso, la renta imponible mensual será la que declare el trabajador, en base al ingreso mínimo ni puede ser superior al límite máximo imponible que resulte de la aplicación del artículo 16. El tope imponible para efectos de esta cotización es el mismo ya descrito precedentemente para pensiones. Cada año se efectuará una reliquidación para determinar las diferencias existentes entre la base mensual declarada y la base anual, la cual corresponde a la señalada para pensiones
. 

Si el trabajador independiente se encuentra realizando pagos provisionales para pensiones podrá enterar las de salud en la AFP respectiva. En caso contrario deberá hacerlo en FONASA o ISAPRE.

Para el acceso a las prestaciones de salud se deberá haber pagado la cotización del mes inmediatamente anterior a la impetración del beneficio o reunir seis cotizaciones continuas o discontinuas en los últimos doce meses desde igual fecha.

6.4.- PROTECCION PARA EL SEGURO SOCIAL DE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES DE LA LEY 16.744.

Por el artículo 88, la ley dispone la incorporación de los trabajadores independientes “señalados en artículo 89 del decreto ley Nº 3.500, de 1980” al seguro social de la ley 16.744, es decir, los trabajadores independientes obligados a afiliarse al sistema previsional.

Esta norma debe armonizarse con lo dispuesto  por el artículo 2°, de la ley 16.744, que establece la afiliación obligatoria al seguro social que nos ocupa, de todos los trabajadores independientes, quedando su incorporación efectiva entregada a decretos supremos, por los cuales el Presidente de la República, previa definición del sector de trabajadores a incorporar, determine la tasas de cotización adicional a aplicar conforme la actividad y lo dispuesto en el reglamento para la determinación de la cotización adicional diferenciada del artículo 15, de la ley 16.744, y se precise la forma de efectuar el recaudo de las cotizaciones. 

El número de trabajadores independientes incorporados en la actualidad es muy bajo.

Sin duda que las normas que revisamos son un importante avance en el establecimiento de un mecanismo integral de protección para los trabajadores independientes y, por otro lado, de ordenamiento institucional y de costos, por cuanto a la fecha, por no contar con esta protección, los independientes reclaman sus prestaciones de salud, derivadas de un accidente de trabajo o enfermedad profesional, como un accidente o una enfermedad común en su entidad previsional de salud. 

Su incorporación a la protección por riesgos del trabajo se efectúa en los mismo términos que la correspondiente a los trabajadores dependientes, con las peculiaridades propias de la situación de personas que prestan servicios o participan en la producción de bienes, sin la intervención de un empleador.

Estos trabajadores quedarán obligados a pagar la cotización general básica contemplada en la letra a) del artículo 15, de la ley N° 16.744, la cotización extraordinaria del 0,05% establecida por el artículo sexto transitorio de la ley N° 19.578, y la cotización adicional diferenciada que corresponda en los términos previstos en los artículos 15 y 16, de la ley N° 16.744 y en sus respectivos reglamentos. Las nuevas disposiciones establecen que las cotizaciones correspondientes se calcularán sobre la base de la misma renta por la cual los referidos trabajadores efectúen sus cotizaciones para pensiones, con la misma base y tope máximo ya señalados para efectos de pensiones

De esta forma, los trabajadores deben contribuir directamente al financiamiento del seguro, tanto con la cotización básica como con la cotización adicional diferenciada, según su actividad. 

Se dispuso una reliquidación anual sobre la base utilizada para pensiones, debiendo ser enterada en el ente gestor a que se afilie el trabajador dentro de los diez primeros días del mes siguiente a que se devengó la renta
. 

No resuelve la ley el mecanismo de incorporación de los independientes a las entidades gestoras del seguro, por lo cual correspondería aplicar las normas generales: el trabajador determina si se afilia a una Mutualidad de Empleadores  o al Instituto de Seguridad Laboral que se crea por esta ley y remplaza al INP en esta materia, como se explicó precedentemente. 

Se admite también la incorporación a este  seguro de los socios de sociedades de personas, socios de sociedades en comanditas por acciones, empresarios individuales y directores de sociedades en general, que se desempeñen como trabajadores independientes en la respectiva sociedad o empresa.  Ellos se afilian en el mismo organismo administrador que la empresa, cotizan conforme  a las reglas que se aplican a los trabajadores de ellas. Con esta norma se resuelve, entre otras la situación de los socios controladores, o administradores o que tienen la mayoría de las acciones o capital de una sociedad y prestan servicios en ella, los cuales conforme a las normas de la ley 16.744, no les era posible incorporarse a la protección del seguro, a diferencia de los socios minoritarios que, en cuanto califican como trabajadores dependientes de la empresa, son cubiertos por el seguro social de accidentes y enfermedades profesionales.

En consonancia con la reliquidación de la base de ingresos para  efectos de la cotización, se reliquidarán también los beneficios pecuniarios que el trabajador haya obtenido del organismo gestor del seguro social durante el año calendario precedente, para determinar si existen diferencias que cubrir, lo que sólo se efectuará de acreditarse el pleno entero de las cotizaciones del período. 

Respecto de los independientes afiliados a regímenes de pensiones administrados por el INP, también afectos a la ley 16.744, a contar del primer día del séptimo mes siguiente a la publicación de la ley 20.255, es decir, 01.10.2008, les serán aplicables las normas indicadas sobre cotizaciones para este seguro social, con excepción del límite imponible, el que será el actualmente en aplicación.

Para tener derecho a las prestaciones del seguro, los trabajadores independientes incorporados, deben estar al día en el pago de sus cotizaciones, para tal efecto se entenderá que lo están quienes no registren un atraso superior a dos meses.

Finalmente, los trabajadores independientes voluntarios pueden acceder a la cobertura de este seguro
 efectuando los aportes correspondientes, en la medida que previamente hayan realizado sus cotizaciones de pensiones y salud del mes respectivo. La base será la que se considere para las cotizaciones de pensiones, aplicándose parcialmente la normativa de los independientes obligados.

6.5.- PRESTACIONES FAMILIARES Y AFILIACIÓN A CAJAS DE COMPENSACIÓN DE ASIGNACIÓN FAMILIAR, CCAF.

Los afiliados independientes tendrán derecho a asignación familiar
, en la medida que se encuentren al día en el pago de sus imposiciones, ajustándose a las normas del Sistema Único de Prestaciones Familiares. Corresponderá al Instituto de Previsión Social recibir la petición de acreditación de cargas de familia. El beneficio se pagará anualmente, y el legislador entrega al reglamento la determinación de las otras condiciones para su determinación, concesión, pago y demás aspectos administrativos destinados a dar adecuado cumplimiento a estas normas. 

En todo caso, respecto de los independientes beneficiarios a los que proceda  el pago de  asignaciones familiares de acuerdo a sus ingresos, su cuantía corresponderá que les sean descontadas del pago de las cotizaciones que deban efectuar.

También podrán acceder a prestaciones familiares los independientes voluntarios. Se les considerará beneficiarios sólo por los meses en que hubieren efectivamente cotizado y en que las cotizaciones se hayan efectuado dentro de los plazos legales. Se les exigirá además, declarar ante el IPS, el total de los ingresos devengados en el año calendario anterior.

Por otra parte, los trabajadores independientes que se encuentren cotizando para pensiones y  salud, podrán afiliarse individualmente a las Cajas de Compensación Familiar (CCAF), pagando un aporte, para acceder a prestaciones de regímenes adicionales, de crédito social y de prestaciones complementarias
. 

En el parecer de los autores debió haberse explorado la posibilidad que las CCAF administrarán todos los regímenes de prestaciones sociales para estos trabajadores, de la misma forma que lo hacen para los dependientes del sector privado.

6.6.- GRADUALIDAD
.

La incorporación de los independiente se efectuará de forma gradual, hasta que llegue el momento que  la afiliación sea obligatoria
 para todos estos trabajadores. Cuando ello suceda tendrán cobertura plena o total del seguro de invalidez y sobrevivencia
, contemplado para los afiliados por el DL 3.500, de 1980. Por lo anterior, las normas sobre obligatoriedad de afiliación para pensiones y accidentes del trabajo, entrarán en vigencia gradual a contar del 01.01 del año 2011
.  En los tres años posteriores a esta data se continuará con el proceso de transición que se cerrará cuando la cuantía sobre la que se efectúen las cotizaciones para pensiones, salud y riesgos del trabajo, estén en el tope de la renta imponible correspondiente, conforme las normas permanentes al respecto
. 

De esta forma, durante los años 4º, 5º y 6º siguientes a la vigencia de la ley, existirá la obligación de cotizar, salvo que el independiente ejerza la opción que se le concede de manifestar de forma expresa que se excluye de efectuarlas. En este segundo período, la base de cálculo para determinar la cotización irá creciendo por año, desde un 40, luego un 70 y, por último, un 100% de la renta imponible.
 A contar del 7º año  de encontrarse en vigencia la ley 20.255, la obligación de afiliarse no permitirá opciones. Es decir, a contar del 1 de enero de 2014, la afiliación es obligatoria para todos los trabajadores independientes afectos.

Respecto de los trabajadores que tengan 55 o más años, en el caso de los hombres, o 50 años o más, en el caso de las mujeres, no rigen las normas recién detalladas.

En materia de salud las disposiciones respectivas, entrarán en vigor a contar del 1 de enero del 7º año posterior a la entrada en vigencia de las normas sobre obligación de cotizar para pensiones de estos trabajadores. Durante el período intermedio, la cotización de salud se efectuará conforme a las reglas actualmente vigentes
. 

A contar del primero del séptimo mes de vigencia de esta ley, los independientes que cotizan en regímenes administrados por el actual INP, les serán aplicables las normas de esta ley, sin perjuicio que el límite máximo imponible será el que actualmente les rige
.

7.- COBERTURA DE AFILIADOS VOLUNTARIOS
.

En la línea de la ampliación de la cobertura para las personas que no tienen o cuentan sólo parcialmente con ella en el sistema de pensiones contributivas, la ley da reconocimiento jurídico a la figura del afiliado voluntario
. Dicha institución permitirá que “las personas que se encuentran realizando actividades no remuneradas, como las dueñas de casa, se afilien a una AFP y ahorren para financiar al menos parcialmente una pensión”
.  

Las principales características de la afiliación voluntaria son:

1. La incorporación se efectuará en una Administradora de Fondos de Pensiones de libre elección del afiliado, creándose a tal efecto una cuenta individual voluntaria, la cual tendrá similares características que una obligatoria. El interesado deberá suscribir la correspondiente solicitud.

2. En el caso de los afiliados que hayan cotizado previamente, el primer aporte que efectúen como voluntarios, determina la apertura y mantención en la misma AFP  de la cuenta voluntaria. La cuenta  obligatoria y la voluntaria, deben mantenerse en la misma Administradora.

3. Los aportes se podrán realizar por el afiliado o un tercero y no tendrán el carácter de cotizaciones previsionales para efectos de la ley de la renta. 

4. Las comisiones a pagar a la AFP se cobrará en relación al ingreso sobre el cual se calcula la cotización.

5. Los afiliados voluntarios podrán efectuar ahorro voluntario, acogiéndose la normativa específica del DL 3.500, de 1980.

6. 
Las personas que se incorporen como afiliados podrán efectuar  cotizaciones mensuales o mediante un solo pago de más de una renta, con tope de doce. En todo caso, debe ajustarse los aportes de forma que resulte un ingreso mensual no inferior al mínimo, como base final de cotizaciones. 

7.- En materia tributaria, la ley 20.255 no incluye ninguna norma respecto de estos afiliados, por cuanto al no percibir renta de ninguna especie no son contribuyentes de la Ley sobre Impuesto a la Renta
8.  Respecto del tope de ingresos: no habrá tope imponible (se quiere favorecer la cotización y, además, el aporte no tiene exención tributaria).  No obstante, se establece el mismo monto  de unidades de fomento que corresponde al tope imponible de 60 UF, tanto para el pago de seguro de invalidez y sobrevivencia, como para la cobertura de éste.

9.-  Para quedar cubiertos por el seguro de invalidez o muerte, deben haber cotizado en el mes anterior a dichos siniestros.

10.- Los recursos que se mantengan en la cuenta voluntaria son inembargables y los derechos y obligaciones relacionados con ellas se regirán por las normas de las cotizaciones previsionales.

 11.- Los afiliados trabajadores dependientes cuyo cónyuge tenga la calidad de afiliado voluntario, puede solicitar a su empleador que se efectúen descuentos a favor de dicha cotizante, aplicándose las reglas del art. 58, del Código del Trabajo, y las relativas a descuentos de cotizaciones del art. 19, del DL 3.500, de 1980. Esta cotización no da derecho al trabajador que las ordena a las exenciones tributarias de que trata la ley.  

12.- La Superintendencia de Pensiones dictará una norma de carácter general, que regulará todo lo relacionado con la cotización de los afiliados voluntarios.

8.-  AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO. PILAR VOLUNTARIO. 

En esta materia la ley contempla normas destinadas a: 1.- Creación del Ahorro Previsional Voluntario Colectivo (APVC), con el objeto de ampliar el actual nivel de Ahorro Previsional Voluntario de la población afiliada al régimen; 2.- Perfeccionar el tratamiento y los beneficios tributarios asociados a los dos tipos de Ahorros Previsional indicados; 3.- Establecer la figura del afiliado voluntario para personas que realizan actividades no remuneradas, al cual ya nos referimos, en el número 7 anterior y, 4.- Perfeccionar las normas sobre la cuenta de ahorro voluntario
, entre otras las que facilitan el traspaso de su saldo a la cuenta de capitalización individual..

Los cuatro grupos de normas indicadas se orientan a estructurar un mecanismo que, en definitiva, incremente la cuantía de la pensión contributiva y permita generar una modalidad que a la fecha no existía. Esta forma de aumentar la cuantía de la pensión y de generar una modalidad voluntaria, equivale o constituye, lo que en general se conoce como  el Pilar Voluntario del Sistema de Pensiones.

8.1.- AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO COLECTIVO  (APVC)
.

Esta forma de ahorro previsional se constituirá con los aportes de empleadores y los trabajadores, con determinadas ventajas tributarias, considerándose   como gasto necesario de las empresas para producir la renta a efectos del impuesto de primera categoría, en tanto que para el trabajador sus aportes serán considerados como ingresos no constitutivos de renta mientras no sean retirados de los planes de ahorro respectivos.

El ahorro previsional voluntario colectivo es producto de la celebración de un contrato de ahorro suscrito por un empleador por sí y en representación de sus trabajadores y una Administradora de Fondos de Pensiones o una Institución Autorizada, con el fin que los aportes que se realicen en las cuentas individuales que al efecto se abran para cada trabajador beneficiario, permita a estos mejorar los saldos de sus cuentas individuales, para así generar pensiones más altas
. 

El empleador
 podrá ofrecer a todos y cada uno de sus trabajadores adherir a uno o más contratos de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo.  Los términos del contrato lo define el empleador con la Administradora de Fondos de Pensiones o la Institución Autorizada, que determine. Dichas condiciones contractuales deben ser iguales para todos los trabajadores involucrados.  No puede haber discriminaciones en cuanto al acceso, a las alternativas de ahorro, ni se admite ninguna forma de distinguir entre los trabajadores a la hora de fijar las condiciones y beneficios de estos planes, como se concluye de la apreciación de conjunto de las norma que regulan esta forma de ahorro.

Pueden administrar este tipo de ahorro previsional las mismas entidades a cargo del actual Ahorro Previsional Voluntario.. 

Las inversiones de los aportes se podrán efectuar en cualquiera de los fondos de la Administradora respectiva o de los planes de ahorro de la Institución Autorizada, según corresponda. Se contemplan normas sobre restricciones a la inversión de los aportes en instrumentos emitidos o garantizados por el empleador respectivo y sus personas relacionadas.

Los aportes del empleador deben mantener igual proporción en función del que efectúe cada trabajador.  El empleador puede establecer un tope para su contribución igual para todos sus dependientes. El trabajador beneficiario siempre puede dejar de aportar, caso en el cual el empleador no tendrá obligación de efectuar el suyo, pero nada impide que convenga efectuar aportes aun cuando sus trabajadores no lo hagan.

La obligación de aportar, tanto del empleador como los del trabajadores, subsiste en la medida que en el mes respectivo no proceda un pago de cotizaciones a través de una entidad pagadora de subsidio, cualquiera sea el número de días de reposo establecidos en la licencia médica
.

Los trabajadores serán dueños de sus aportes y también lo serán de los que haga en su nombre el empleador, en la medida que acredite una permanencia mínima en la empresa conforme al plan convenido por el empleador con la AFP o Institución Autorizada
. 

Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, dictarán conjuntamente  las normas de carácter general necesarias para la operación de este tipo de ahorro previsional, sobre los requisitos a cumplir por los contratos y planes de ahorro, así como los procedimientos necesarios para su correcto funcionamiento y todas las demás que sean necesarias para evitar discriminaciones entre los trabajadores.

La resolución de las controversias que surjan entre trabajadores y empleadores en relación con este tipo de ahorro será de competencia de los jueces del trabajo.

Los descuentos  de los aportes de los trabajadores de su remuneración se efectuarán con la periodicidad que se establezca en el contrato. En el caso de incumplimiento del empleador de enterar los aportes se aplicarán las normas sobre cotizaciones, en relación a las obligaciones que surgen para su declaración y pago.

Como se indicó,  los aportes se ingresarán en una cuenta individual abierta al efecto en que se registrarán por separado los aportes de empleador y trabajador.

Los aportes de ahorro previsional voluntario colectivo serán inembargables  y en cuanto se transfieran para generar o incrementar una pensión gozan de beneficios tributarios.

Las AFP e Instituciones Autorizadas tienen  derecho a percibir una comisión tanto por administración como por traspaso, conforme las bases que se establezcan en el contrato respectivo y sujeto las normas que al respecto dicten las Superintendencias ya indicadas. 

8.2.-  BENEFICIOS TRIBUTARIOS
. 

Junto con el establecimiento del nuevo mecanismo de acumulación de ahorro previsional colectivo explicado en el número anterior, la ley amplía a dicha modalidad los beneficios tributarios vigentes a la fecha para el ahorro previsional voluntario individual. Sin perjuicio de lo anterior, cabe hacer presente que se aplicará para ambas modalidades una modificación por la cual el afiliado podrá optar por el régimen tributario a que afectará sus ahorros en consideración al pago o exención de impuestos al momento del aporte o retiro de los recursos de ahorro previsional voluntario. 

Para efectos del tratamiento tributario del ahorro previsional voluntario colectivo, del ahorro previsional voluntario individual y también de las cotizaciones voluntarias, los trabajadores podrán optar por acogerse a alguno de los siguientes regímenes tributarios:

a) Que al momento del depósito de dichas modalidades de ahorro previsional, el trabajador no goce del beneficio establecido en el Nº 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y que al momento del retiro de los recursos originados en sus aportes, la parte que corresponda a ellos no sea gravada con el impuesto único establecido en el Nº 3 de dicho artículo, o 

b) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador goce del beneficio establecido en el Nº 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe, y que al momento del retiro esos los recursos, éstos sean gravados en la forma prevista en el Nº 3 de dicho artículo.

Una vez que el afiliado elige un régimen tributario, mantiene su libertad de opción para determinar a cual –entre los dos señalados-, acoge futuros aportes, con todo, cualquiera sea la opción la franquicia tiene un límite anual,  de 600 UF en cada año calendario. Cabe hacer presente que se mantuvo el derecho a la franquicia tributaria del tope mensual del conjunto de estos aportes de hasta un monto total mensual  equivalente a 50 UF. .

En el caso de los afiliados que opten por la modalidad tributaria  de la letra a)  ya señalada y, en la medida  que destinen todo o parte del saldo de cotizaciones voluntarias o depósitos de ahorro previsional voluntario en cualquiera de sus dos modalidades, a adelantar o incrementar su pensión, tendrán derecho, al momento  de pensionarse a una bonificación fiscal del 15% de lo ahorrado, por las vías señaladas, con un tope anual de 6 unidades tributarias mensuales, con límites también, en relación a las cotizaciones efectuadas en el año calendario respectivo
. La bonificación se depositará en una cuenta individual especial para tal efecto de Ahorro Previsional Colectivo. Corresponderá al Servicio de Impuestos Internos  determinar anualmente el monto de la bonificación informándolo a la Tesorería General de la República. Las AFP y las Instituciones Autorizadas tienen obligaciones de enviar al Servicio de Impuestos Internos la nómina total de sus afiliados que tuvieron ahorro previsional voluntario del que nos ocupa y el monto de este en el año que se informa.

Corresponde a la Superintendencia de Pensiones, a la de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, conjuntamente, dictar las normas necesarias para que opere este beneficio. 

8.3.- CUENTAS DE AHORRO VOLUNTARIO.

En cuanto a este tipo de ahorro, la ley 20.255 establece:

 1.- Los afiliados podrán optar por traspasar todo o parte de los fondos de su cuenta de ahorro voluntario a la de capitalización individual, con el objeto de cumplir con los requisitos para pensionarse según las disposiciones del DL 3.500, de 1980. Asimismo, los pensionados podrán utilizar todo o parte del saldo de la cuenta de ahorro voluntario para incrementar el monto de su pensión. Los traspasos antes señalados no se considerarán giros de ahorros
. 

2.- Mediante norma de carácter general que dictará la Superintendencia, se establecerá el número máximo de retiros de libre disposición que podrán efectuar los afiliados en cada año calendario, con cargo a su cuenta de ahorro voluntario, el que no podrá ser inferior a cuatro. Cada vez que se efectúe una modificación al número de retiros, el nuevo guarismo deberá entrar en vigencia el primer día del año calendario siguiente y se mantendrá vigente al menos durante dicho período
. De esta manera se flexibiliza la norma que establecía un máxima de cuatro giros por año. 

9.-  PERFECCIONAMIENTO Y ADECUACIONES DE ALGUNAS PRESTACIONES DEL RÉGIMEN DE PENSIONES DE CAPITALIZACIÓN INDIVIDUAL. 

En este apartado analizaremos las modificaciones que se introducen con esta reforma al DL 3.500, de 1980, que perfeccionan beneficios y compatibiliza o adecuan el otorgamiento de ellas a los cambios que incorpora la ley 20.255.

9.1.- PERFECCIONAMIENTO  A LAS PENSIONES DE INVALIDEZ
. 

Las normas sobre calificación de invalidez experimentan cambios a fin de perfeccionarlas y ajustarlas al esquema en que se inserta esta prestación a partir de la vigencia de esta ley. La pensión de invalidez puede ser generada tanto en el pilar solidario, como en el contributivo. 

Las principales modificaciones que se introducen son las siguientes:

 9.1.1.- Extensión de cobertura. Se extiende la protección del seguro de invalidez y sobrevivencia, desde los 60 a los 65 años para las afiliadas mujeres que sigan cotizando, como ya se explicó en el apartado 4.6.- anterior; 

9.1.2.- Invalidez total. Se elimina el periodo de invalidez transitoria de tres años, para los afiliados declarados inválidos totales. Es decir, no existirá el primer dictamen en la declaración de invalidez total. Tal resolución tendrá el carácter de definitivo y único. Sólo corresponderá citar a reevaluación al cabo de tres años al afiliado declarado inválido parcial, salvo que durante ese período el pensionado transitorio, cumpla la edad para pensionarse por vejez o que las circunstancias médicas aconsejen una reevaluación con anterioridad
, y

 9.1.3.- Calificación de invalidez. En cuanto al proceso calificatorio de la invalidez de los afiliados del régimen de capitalización individual, en que la AFP pueda resultar obligada en forma exclusiva al pago de las pensiones parciales por primer dictamen y a enterar el aporte adicional para afiliados no pensionados que generen pensiones de sobrevivencia, se establece que el afiliado deberá presentar los antecedentes médicos que fundamentan su solicitud ante un médico cirujano de aquellos incluidos en el Registro Público de Asesores, que administrará y mantendrá la Superintendencia de Pensiones, con el objeto que informe a la Comisión Médica Regional si la solicitud se encuentra debidamente fundada. En tal caso, la Comisión designará  sin costo para el afiliado, a un médico del Registro señalado, para que lo asesore en el proceso de evaluación y calificación de invalidez y asista  como observador a las sesiones de las Comisiones en que se analice la solicitud.

Siempre el afiliado podrá designar a un médico de su confianza, en reemplazo del designado. Igual facultad tendrá para nombrar un médico de su confianza como observador en el proceso de calificación que solicite sin contar con la opinión favorable del médico informante, recién indicado. La Compañía de Seguros comprometida en la calificación por el riesgo cubierto por el afiliado correspondiente, podrá designar un médico cirujano observador. Los  facultativos, ya concurran como asesores u observadores, tendrán derecho a voz pero no a voto durante la adopción del acuerdo respectivo
. 

Las Comisiones Médicas, a partir de la vigencia de la ley, deberán también calificar invalideces para el Sistema Solidario. El Instituto de Previsión Social, deberá concurrir al financiamiento de las Comisiones, como lo hacen hasta hoy las AFP, cuando se califique a  sus afiliados.

Para los efectos señalados se contará con un Reglamento. 

Las solicitudes de invalidez en trámite a la entrada en vigencia de la reforma, seguirán su curso conforme a las normas aplicables a la fecha de su presentación.  Lo mismo ocurrirá con la situación de reevaluación para dictamen definitivo de los pensionados con primer dictamen
. 

9.2.- LICITACIÓN Y SEPARACIÓN DEL SEGURO DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA
.  

Con el fin de garantizar el financiamiento del aporte por invalidez y, se consagra la licitación pública del seguro de invalidez y sobrevivencia en conjunto por todas las AFP, con una prima fija y única calculada como un porcentaje de la renta imponible del afiliado, sin ajustes por siniestralidad, entre otras condiciones. Con tal normativa se espera contribuir a obtener un mejor precio y permitir más transparencia a través de la difusión del costo efectivo de este seguro.  

Se desea que las AFP compitan en base a variables relacionadas con la administración de las cuentas de capitalización individual y de los recursos de los Fondos, eliminando el incentivo a discriminar a afiliados de mayor siniestralidad. En los casos que existan diferencias entre costos y primas,  ellas deberán enterarse por la AFP, en la cuenta individual de los afiliados que pagaron una cotización adicional superior
.

En la licitación pueden participar todas las Compañías de Seguros, y será posible adjudicarlo a más de una de ellas, conforme a las segmentaciones y demás criterios que se establezcan en las Bases, las que se sujetarán a lo dispuesto en la norma de carácter general que dicten las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros para tales efectos. El seguro será adjudicado a la o las entidades que presenten la mejor oferta económica, cuidando que no se produzca concentración excesiva y que quede cubierto la totalidad del riesgo de invalidez y sobrevivencia.

La cotización para el seguro, expresada como un porcentaje de las remuneraciones y rentas imponibles, tendrá el carácter de uniforme para todos los afiliados, independientemente de la prima establecida en los contratos que las AFP celebren con cada Compañía, en el proceso de licitación. La forma de cálculo de esta cotización será establecida en la norma de carácter general que dictarán las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros. Las AFP deberán transferir la cotización destinada al financiamiento del seguro a las Compañías de Seguros adjudicatarias. A la Superintendencia de Pensiones corresponderá efectuar el proceso de licitación.

La primera licitación se realizará transcurridos al menos 6 meses desde la  entrada en vigor de las normas que modifican el Título V de la ley 20.255, es decir, no antes de enero de 2009.

9.3.- OTRAS ADECUACIONES A LOS REGIMENES DE PENSIONES DE INVALIDEZ Y PENSIONES ANTICIPADAS.  

9.3.1.- Sueldo base para pensión de invalidez y, sobrevivencia. La ley introduce modificaciones al artículo 57 del DL 3.500, de 1980
, en relación con el ingreso base de cálculo de pensión en una determinada situación de invalidez y sobrevivencia. Para aquellos trabajadores cuyo período de afiliación es inferior a diez años y cuya muerte o invalidez se produce por accidente, la suma de las remuneraciones imponibles y rentas declaradas se divide por el número de meses transcurridos desde la afiliación hasta el mes anterior al del siniestro. En el caso de aquellos trabajadores cuya fecha de afiliación sea anterior al cumplimiento de los 24 años de edad y el siniestro ocurra antes de cumplir los 34 años de edad, conforme la modificación introducida, su ingreso base se calculará de una forma que no resulte perjudicado por aplicación de la regla general.

9.3.2.- Acceso a pensiones de sobrevivencia 
a) Se introducen cambios al artículo 8, del DL 3.500, de 1980, estableciéndose que los hijos para ser beneficiarios de pensión de sobrevivencia, deben ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos: a) Ser menores de 18 años de edad; b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior; c) La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad; y d) Ser inválido, cualquiera sea su edad, en los términos establecidos en el artículo 4º. Para estos efectos, la invalidez puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumpla 24 años
.

Con este cambio se corrige una distorsión, que por aplicación de las normas vigentes a la entrada en aplicación de esta ley, lleva a que en determinados casos, un hijo quedara sin pensión de sobrevivencia.

9.3.2.- Pensión anticipada Se introduce una modificación a los requisitos para poder optar por este tipo de pensión. Se cambia la exigencia de la letra b) del inciso primero del Art. 68, del DL 3.500, de 1980, en cuanto a que la pensión debía ser equivalente al 150% de la pensión mínima, por la exigencia de obtener una pensión igual o superior al 80% de la pensión máxima con aporte solidario, vigente a la fecha en que se acoja a pensión.

10.- CAMBIOS AL RÉGIMEN DE COTIZACIONES DEL DL 3.500, DE 1980.

10.1.- Límite máximo de base de cotizaciones. Se cambian las reglas de la reajustabilidad del límite máximo de cotización de la remuneración y renta mensual  de 60 unidades de fomento. Dicho límite será reajustado anualmente considerando la variación del indice de remuneraciones reales determinado por el INE, entre noviembre  del año ante precedente y noviembre del precedente, respecto del año en que comenzará a aplicarse, con todo, solo se incrementará en la medida que el IPC sea positivo. El reajuste operará a contar del 1 d enero de cada año
.

10.2.- Renta mínima imponible de trabajadores de casa particular. Sin perjuicio de lo establecido en el Art. 151 del Código del Trabajo, la remuneración mínima imponible para efectos de seguridad social de los trabajadores de casa particular, no será inferior a un ingreso mínimo mensual para jornadas completas, o proporcional a la pactada, si ésta fuere menor
, terminado de esta forma con una remuneración para estos afiliados, al menos en lo imponible,  inferior al mínimo (75% del ingreso mínimo). Y decimos al menos para efectos de cotizaciones, por cuanto se mantiene vigente el artículo 151 del Código del Trabajo. 

Esta norma entrará en vigor a contar “del día primero del mes en que se cumpla el tercer año contado desde la publicación de la ley” 20.255. A partir de ese momento el ajuste será gradual: 83% del ingreso mínimo el primer año y durante el segundo será del 92%.

10.3.- El empleador y la cotización al seguro de invalidez y sobrevivencia de sus trabajadores. La parte de la cotización adicional destinada al financiamiento del seguro por invalidez y sobrevivencia, deberá ser pagada por los empleadores, de manera proporcional al monto que estos paguen por concepto de remuneraciones imponibles al respectivo trabajador, sobre el total de dichas remuneraciones. Se exceptúan los trabajadores jóvenes, que reciban una bonificación previsional
. Esta reforma entrará en aplicación a contar del 01.07.2009, “En todo caso, una vez que rija dicha obligación y hasta el mes de junio de 2011, se encontrarán exentos de cumplirla los empleadores que durante el respectivo mes declaren cotizaciones previsionales por menos de 100 trabajadores, período durante el cual la cotización adicional del correspondiente afiliado deberá incluir el pago de la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59 del decreto ley Nº 3.500 de 1980.” Esta excepción no se aplicará a los “Órganos del Estado” , es decir, se encontrarán obligados a efectuar el aporte desde su entrada en vigor en julio de 2009

10.4.- Entero de cotizaciones por medios electrónicos. En esta materia, en la medida que ellas se efectúen por mecanismos electrónicos, el plazo para pagarlas se aumenta de los diez a los primeros trece primeros días del mes siguiente a aquel en que se devengaron las remuneraciones respectivas
.

10.5.- Rol de las AFP en el entero de las cotizaciones. Se establece plazos para el entero de las cotizaciones, especialmente cuando se trata de las últimas anteriores al término del contrato de trabajo: último día hábil del mes  subsiguiente del vencimiento de aquel. Se establece que a las AFP deben agotar las gestiones pertinentes para determinar si existen cotizaciones impagas y obtener su entero. Hechas las gestiones y vencidos los plazos, procede el inicio de la cobranza de las cotizaciones declaradas y no pagadas
.

 10.6.- Empleador que no entera las cotizaciones y el acceso a percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Los empleadores que no cumplieren con el pago de las cotizaciones  no podrán acceder a dichas fuentes de financiamiento, sin haber acreditado estar al día en el cumplimiento de sus obligaciones previsionales.

Por su parte los empleadores que cumplan con tales deberes en los 24 meses anteriores a la respectiva solicitud, tendrán prioridad en el otorgamiento de los recursos indicados
. 

 10.7.-  Responsabilidad de alcaldes y otras autoridades en el entero de las cotizaciones
. El incumplimiento de la obligación de efectuar las cotizaciones que correspondan a sumas descontadas a las remuneraciones de los funcionarios públicos, cuando sea aplicable las normas  de la ley Nº 17.322 o el inciso final del artículo 19, del DL Nº 3.500, de 1980 (apropiación o distracción indebida), constituirá infracción grave al principio de probidad administrativa
. 

Los alcaldes que cometan la infracción referida, incurrirán en la causal de cesación en el cargo. Igual sanción se aplicará a los concejales que cometan tal infracción con motivo del desempeño como alcaldes suplentes.

Esta norma se orienta en la línea de evitar el no entero de las cotizaciones previsionales descontadas de las remuneraciones de los funcionarios, causando un grave daño a la generación de pensiones autónomas.

10.8.- Cotización de salud para pensionados que han agotado su saldo en la cuenta individual. El Art. 85 del DL 3.500, de 1980 en la nueva redacción que le da la ley 20.255, establece respecto de la cotización para salud, de aquellos afiliados pensionados bajo la modalidad de retiro programado o renta temporal que agotan  el saldo de su cuenta de capitalización y no tengan derecho a beneficios del sistema solidario, podrán efectuar esa cotización, calculándola sobre el monto de la pensión básica solidaria.

11.-  ASESORÍA PREVISIONAL.

El propósito del legislador al regular la asesoría previsional es apoyar a los afiliados y beneficiarios en sus decisiones durante su vida activa, así como en la selección de la modalidad de pensión. 

Los asesores previsionales deben otorgar información a afiliados y beneficiarios del Sistema, “considerando de manera integral todos los aspectos que dicen relación con su situación particular y que fueren necesarios para adoptar decisiones informadas de acuerdo a sus necesidades e intereses, en relación con las prestaciones y beneficios que contempla esta ley” (art. 171 del DL. 3.500, de 1980).
La asesoría comprenderá además, la intermediación de seguros previsionales, es decir, intervenir en la definición de la modalidad de renta vitalicia que pueden escoger los afiliados.

El asesor previsional deberá prestar sus servicios de forma totalmente independiente de la entidad que otorga el beneficio. 

La ley contempla dos figuras en este ámbito: de las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales.

Se crea un Registro de Asesores Previsionales, donde deben registrarse las personas o entidades que desarrollen la actividad, las que deberán ser autorizadas para actuar y cumplir con los requisitos para su instalación y funcionamiento en los plazos que se indiquen en la resolución correspondiente. Asimismo, deben asegurarse de constituir una garantía, consistente en contar con una póliza de seguros
. El registro se mantendrá en forma conjunta por las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros. Estos mismos organismos supervisores serán los encargados de controlar el actuar de los asesores previsionales, pudiendo cancelar la inscripción en el Registro, conforme las normas que la misma ley establece.

Las Entidades de Asesoría Previsional deben ser sociedades constituidas en Chile con objeto exclusivo: “otorgar servicios de asesoría previsional a los afiliados y beneficiarios del Sistema” (Art. 173 del DL 3.500, de 1980). La ley establece los requisitos que deben cumplir los socios, representantes legales, administradores, incluso los dependientes, así como también los Asesores Previsionales.  

La asesoría a prestar deberá constar del contrato de prestación de servicios respectivo que se celebre entre el asesor o entidad de asesoría y el afiliado o sus beneficiarios, en el se establecerán los derechos y obligaciones de las partes y cuyo contenido mínimo será determinado por una norma de carácter general a dictar en forma conjunta las Superintendencias indicadas.

La contratación de una asesoría es siempre voluntaria.

La ley señala las bases para fijar los honorarios a pagar por la asesoría, estableciendo incluso límites: no podrán superar el 2% de los fondos de la cuenta de capitalización del afiliado destinado a pensión, con excepciones.

11.1.- Bancos, entidades financieras y asesoría previsional
 La ley 20.255 modifica la Ley General de Bancos
, introduciendo un artículo 70 bis, por el cual se autoriza a Bancos y sociedades financieras para constituir en el país sociedades filiales de asesoría previsional. En el control  de estas entidades también intervendrá la Superintendencia de Pensiones.

Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Pensiones
, emitirán una norma de carácter general conjunta, por la cual impartirán a dichas sociedades de asesoría previsional, instrucciones destinadas a garantizar la independencia de su actuación, estándoles especialmente vedado a los Bancos condicionar el otorgamiento de créditos a la contratación de servicios de asesoría previsional a través de un asesor relacionado con el Banco de que se trate.
12.- ADECUACIONES AL FUNCIONAMIENTO DE LAS AFP.

 La ley 20.255, introduce normas orientadas a perfeccionar el funcionamiento de las AFP. A continuación repasaremos los cambios más relevantes que se efectúan en éste ámbito.

12.1.- Políticas y Comités de inversión y de resolución de conflictos. Con el fin de aumentar la transparencia y el adecuado control interno en la gestión que permita, en definitiva, mejorar la eficacia y eficiencia de las AFP en pro de mejores resultados para la prestación de sus servicios, la ley establece herramientas, como las políticas de inversión y las políticas de resolución de conflictos. 

Las AFP deberán contar con políticas de inversión, para cada uno de los Fondos de Pensiones que administran, las que serán elaboradas por sus directorios. También requieren contar con políticas de resolución de conflictos de intereses, fijando la ley, las materias mínimas a que ellas deben referirse. De ambas políticas debe tener conocimiento la Comisión de Usuarios y la Superintendencia de Pensiones.

Asimismo, las AFP, deben contar en sus directorios con un comité de inversiones y de solución de conflictos de interés, señalando la ley las atribuciones con que deben contar
.

12.2.- Directores autónomos de las AFP
. El directorio de las AFP deberá estar integrado por un mínimo de cinco miembros, dos de los cuales deberán tener el carácter de autónomos.

Se considerará autónomo para estos efectos, al director que no mantenga ninguna vinculación con la Administradora, las demás sociedades del grupo empresarial del que aquélla forme parte, su controlador, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de ellos, que pueda generarle un potencial conflicto de interés o entorpecer su independencia de juicio. 

El artículo 156 bis, señala que personas no reúnen los requisitos para ser considerados directores de autónomos y se indican los casos en que se presume la falta de independencia de dichos personeros. La misma disposición establece que tienen el carácter de autónomo aquellas personas que son directores  de la Administradora, conforme a lo establecido en la ley Nº 18.046.

La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer criterios que determinen la autonomía de los directores o falta de ella. El  contenido de dicha norma deberá contar con el informe favorable del Consejo Técnico de Inversiones.

12.3.- AFP y subcontratación de servicios
. En la línea  de producir economías en la gestión de las AFP, que se espera se traspasen a los afiliados, además de la licitación de carteras, la ley incluye normas sobre subcontratación de servicios.

Los contratos que celebren las AFP para la prestación de servicios relacionados con su giro, deberán ceñirse a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general. Dicha norma se establecerá a lo menos, el contenido mínimo de los contratos, la regulación para la subcontratación con partes relacionadas y los requerimientos de resguardo de la información a que tenga acceso el prestador del servicio con ocasión del contrato. La mencionada norma comprenderá, al menos, la subcontratación con entidades públicas o privadas de la administración de cuentas individuales; la administración de cartera de los recursos que componen el Fondo de Pensiones; los servicios de información y atención de consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones; la recepción de solicitudes de pensión y su remisión a la AFP para el trámite correspondiente, y la recepción y transmisión de la información del Sistema de Consultas y Ofertas de Montos de Pensión, para la elección de una modalidad de pensión. 

Las AFP siempre serán responsables de las funciones que subcontraten. 
Los contratos que celebren para la prestación de servicios relacionados con su giro, deberán contemplar disposiciones por las cuales el proveedor declare conocer la normativa que las regula. Adicionalmente, deberán contener disposiciones que permitan a la Superintendencia ejercer sus facultades fiscalizadoras. 

Las Administradoras tendrán derecho a un crédito, contra el impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por el impuesto al valor agregado que soporten por los servicios que subcontraten. 
12.4.- AFP y comercialización de otros servicios o productos
. La función de comercialización de los servicios prestados por las AFP, será incompatible con la función de comercialización de productos o servicios ofrecidos o prestados por cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que pertenezca.  Los gerentes general, comercial y de inversiones, los ejecutivos de áreas comercial y de inversiones y los agentes de ventas de una AFP, no podrán ejercer simultáneamente cargos similares en ninguna entidad del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.

Las dependencias de atención de público de las AFP no podrán ser compartidas con las entidades del Grupo Empresarial al que ella pertenezca.

Se prohíbe y sanciona a la Administradora de Fondos de Pensiones que  entregue a cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que pertenece, información proveniente de la base de datos de carácter personal de sus afiliados.

12.5.- Publicidad y acceso a información de su AFP
. Todas las Administradoras deberán mantener un sitio Web que contendrá la información básica necesaria, que permita a sus afiliados efectuar a través de aquél las consultas y trámites que establezca una norma de carácter general de la Superintendencia.
12.6.- Comisiones
 Como hasta ahora, las comisiones seguirán siendo establecidas libremente por cada Administradora, con carácter uniforme para todos sus afiliados, salvo que respecto de la cuenta de capitalización individual: sólo podrá estar sujeto a cobro de comisiones el depósito de las cotizaciones periódicas

La comisión por el depósito de las cotizaciones periódicas sólo podrá establecerse sobre la base de un porcentaje de las remuneraciones y rentas imponibles que dieron origen a dichas cotizaciones.

Como hasta ahora, las comisiones deberán ser informadas al público y a la Superintendencia, en la forma que señale el reglamento, y las modificaciones de éstas regirán noventa días después de su comunicación. Con todo, cuando se trate de una rebaja en las comisiones dicho plazo se reducirá a treinta días.

12.7.- AFP y perjuicio a los afiliados
. La ley consagra la responsabilidad de las Administradoras por los perjuicios que se causen a los afiliados en sus cuentas de capitalización producto del no cumplimiento oportuno de sus obligaciones, así como de las instrucciones dadas por el afiliado en el ejercicio de sus derechos. Una vez acreditado el incumplimiento y habiéndose producido pérdida de rentabilidad en alguna de las cuentas del afiliado, siempre que la Administradora no realice la compensación correspondiente, la Superintendencia podrá ordenar la restitución de dicha pérdida a la cuenta de capitalización individual respectiva, de acuerdo al procedimiento que establezca una norma de carácter general.

13.- MODIFICACIONES EN MATERIA DE COMPETENCIA.

 Para el Ejecutivo, como indicó en el Mensaje del proyecto, corresponde dar énfasis a la competencia por menores costos entre las AFP para que el afiliado vea reducidas las comisiones que paga. La competencia por comisiones
 según el Ejecutivo es escasa: los afiliados tendrían una baja sensibilidad al costo de las comisiones que cobran las AFP, las que deben cobrar una tasa única de comisión sobre el ingreso.

Junto a lo anterior, se constata que en la actualidad existen restricciones legales  de hecho, conocidas también como barreras económicas, que impiden el surgimiento de nuevas Administradoras de Fondos de Pensiones. 

Para introducir más competencia se establece: licitación de cartera de afiliados; autorización a las Compañías de Seguro para constituir Administradoras, y como se explicó en apartados anteriores, se amplía el rango de actividades posibles de subcontratar por las AFP.

13.1.- LICITACIÓN PARA LA ADMINISTRACIÓN DE NUEVAS CUENTAS DE CAPITALIZACIÓN INDIVIDUAL, CCI. 

La ley introduce una modificación importante en materia de libertad de opción de afiliarse para los trabajadores que inician su vida laboral. Para la aprobación de estas normas que permiten la licitación, se tuvo en consideración que los trabajadores nuevos, es decir, los que siendo jóvenes se incorporan por primera vez al mercado del trabajo, al contar con bajo saldo en la cuenta de capitalización individual, la variable costo de la comisión no les resulta relevante al elegir Administradora de Fondos de Pensiones
. Por otra parte, el número de incorporados por primera vez al régimen en el período de veinticuatro meses, constituirían una base suficiente para cubrir la escala mínima eficiente de operación de nuevas Administradoras.

La ley establece que la Superintendencia de Pensiones efectuará por sí o a través de la contratación de servicios con terceros, licitaciones públicas para adjudicar el servicio de administración de las cuentas de capitalización individual de todas las personas que se afilien al régimen durante un período determinado
. Se adjudicará el servicio la entidad que cumpliendo los requisitos, ofrezca cobrar la menor comisión por depósito de cotizaciones periódicas al momento de presentación de las ofertas.

La comisión que ofrezcan cobrar las entidades participantes deberá ser inferior a la comisión por depósitos más baja en el régimen a ese momento.

En la licitación pueden intervenir AFP en operación como aquellas que estén en formación.

 La provisión del servicio de administración de cuentas por nuevos afiliados será por los 24 meses siguientes al 6° mes de la adjudicación respectiva, por la AFP que ofrezca la menor cotización.  Al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a través de la Superintendencia de Pensiones, le corresponderá aprobar las bases de licitación. La Superintendencia puede abstenerse –fundadamente- de llamar a una licitación. Los nuevos afiliados deben permanecer en la AFP licitada por un plazo que no exceda de 24 meses. Sólo podrán traspasarse a otra en ese lapso, cuando ésta se encuentre, por ejemplo, en incumplimiento de sus obligaciones, cesación de pagos, que las comisiones no sean menores a las cobradas por otra AFP, etc.

La comisión que se aplique a los afiliados nuevos, por la AFP adjudicataria, debe extenderse a todos los trabajadores que son afiliados a esa fecha. 

13.2.- NUEVOS ACTORES: AFP Y COMPAÑIAS DE SEGURO

Con el fin de incentivar la creación de nuevas AFP, la ley incluye normas que modifican el Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, para que todas las entidades aseguradoras puedan constituir filiales, como sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones de giro único, sujeto a las normas del DL 3.500, de 1980 y fiscalizadas por Art. 52, de ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

 la Superintendencia de Pensiones. 

Se prohíbe subordinar el otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la afiliación, incorporación o permanencia de una persona en la AFP de la cual es matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más favorables en razón de las circunstancias señaladas.

13.3.- RENTABILIDAD DE  NUEVAS AFP

En el caso que un Fondo cuente con menos de 36 meses de funcionamiento, la AFP será responsable de que la rentabilidad real anualizada de los Fondos de Pensiones, para el período en que se encuentre operando, no sea menor a la 

que resulte inferior de la aplicación de determinados parámetros, detallados en el artículo 37 del DL 3.500, de 1980
.

14.- MODIFICACIONES EN MATERIA DE INVERSIONES.

 Sin perjuicio que es una materia que no estudiamos en particular, los modificaciones más trascendentes se refieren, entre otras a: flexibilidad de la estructura y malla de inversiones; modificación al límite de inversiones en el extranjero, aumentándolo; mayor responsabilidad de la AFP en la gestión de las inversiones (mayor autorregulación)
 y, creación del Consejo Técnico de Inversiones. Asimismo, se incluyen normas sobre mediciones de riesgo relevantes y se introducen cambios en  las funciones de la Comisión Clasificadora de Riesgos
. Las normas sobre inversión, son fundamentales en el régimen de capitalización individual, ya que una adecuada gestión de ellas permite mayores saldos y por tanto mejores pensiones para los afiliados
.

14.1.- CONSEJO TÉCNICO DE INVERSIONES

La ley crea este Consejo
, el cual evacuará informes, propuestas y pronunciamientos respecto de las inversiones de los Fondos de Pensiones, con el objeto de procurar una adecuada rentabilidad y seguridad para los Fondos. 

El Consejo tendrá, entre otras, las siguientes funciones y atribuciones:

1) Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversión de los Fondos y sobre las modificaciones que la Superintendencia proponga efectuar al mismo;

2) Emitir opinión técnica en materias de inversiones, en especial respecto de la estructura de límites de los Fondos contenidas en el Régimen de Inversión; 

3) Efectuar propuestas y emitir informes en materia de perfeccionamiento del régimen de inversiones de los Fondos de Pensiones, por propia iniciativa o a petición de la Superintendencia;

4) Pronunciarse sobre temas relacionadas con las inversiones de los Fondos, consultadas por los Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social;

5) Entregar una memoria anual de carácter público al Presidente de la República, dando copia a ambas Cámaras del Congreso, dentro del primer cuatrimestre de cada año, y 

6) Encargar estudios técnicos con relación a las inversiones de los Fondos de Pensiones. 

 El Consejo estará integrado por las siguientes personas:

a) Un miembro designado por el Presidente de la República. La designación deberá recaer en una persona que haya desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Superintendente o directivo de las Superintendencias de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, o de Consejero o Gerente del Banco Central de Chile;

b) Un miembro designado por el Consejo del Banco Central. La que debe recaer en un profesional de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales;

c) Un miembro designado por las AFP. La designación deberá recaer en una persona que posea una amplia experiencia en la administración de carteras de inversión y deberá haber desempeñado el cargo de gerente o ejecutivo principal en alguna empresa del sector financiero, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento, y

d) Dos miembros designados por los Decanos de las Facultades de Economía o de Economía y Administración de las Universidades que se encuentren acreditadas. Uno de ellos deberá ser un académico prestigiado por su experiencia y conocimiento en materias financieras y

 de mercado de capitales y el otro deberá ser un académico de reconocida solvencia por su experiencia y conocimiento de macroeconomía, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento.

Los miembros antes señalados, no podrán ser gerentes, administradores o directores de una AFP, ni de alguna de las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.

Los Consejeros durarán 4 años en sus cargos y podrá renovárseles su designación o ser reelegidos, según del caso, por un nuevo período consecutivo, por una sola vez. Los Consejeros tendrán derecho a una dieta, pagada por la Superintendencia de Pensiones, a la cual tocará designarle un Secretario, el apoyo administrativo y los recursos que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones. La ley considera la designación de suplentes.

15.- A MANERA DE CONCLUSIÓN

El objetivo de este estudio ha sido dar una visión de conjunto de la Ley 20.255, que establece una “REFORMA PREVISIONAL”.

Incuestionablemente la seguridad social chilena es una de las más avanzadas de América Latina y tiene una cobertura y nivel de protección muy importante; no obstante hay falencias y carencias notorias, que hay que solucionar. El fin último de la ley 20.255, es disminuir al máximo dichas falencias y carencias, con el objeto de mejorar la seguridad social chilena y las normas sobre protección social.

No cabe duda que la ley contiene una reforma seria y acuciosa, que previene y enfrenta bastante mejor las contingencias sociales y los estados de necesidad. 

En tal sentido, desde ya hay que señalar que esta ley tratando principalmente cambios al régimen de pensiones, incluye modificaciones a aspectos relacionados, como salud común, accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, cobertura por prestaciones familiares, y, en particular a la institucionalidad pública de seguridad social. 

En  materia de pensiones no se innova respecto del régimen de capitalización individual, general y obligatorio para toda la población, con algunas escasas excepciones
, y con administración por entidades privadas con fines de lucro, lo que significa claramente, fortalecer la existencia misma del régimen, reforzándolo. La ley sigue manteniendo al Estado fuera de la gestión de este régimen,, concentrándolo en el control y la fiscalización del mismo.

El establecimiento de un pilar solidario que favorece a un sector importante de la población, unifica y mejora las prestaciones de pensiones mínimas y de pensiones asistenciales existentes a la fecha, estableciendo el derecho a una pensión solidaria o al aporte solidario. Estas prestaciones complementan el régimen contributivo de pensiones, financiado fundamentalmente por el trabajador afiliado. El Estado se reserva en exclusiva la gestión de este pilar.

En nuestra opinión, el monto de la pensión solidaria y del aporte solidario, es todavía insuficiente; seguramente será motivo de debates en los años venideros. Se agrega a ello que el incremento de la población beneficiara del pilar solidario y su cuantía, es gradual en el tiempo, de forma que los sectores a quienes está dirigido, deberán esperar algunos años para estar totalmente cubiertos o protegidos.

La gradualidad en la entrada en vigencia de varias de las instituciones que se crean por la ley 20.255, se relaciona con los costos que su implementación inmediata significan para el Estado, para los afiliados y empleadores que deben efectuar las nuevas cotizaciones.

Se reordena el sistema público de seguridad social, cambiándose la estructura de los entes encargados de la gestión, el control y la definición de políticas en la materia.

Un avance importante en esta materia es el involucramiento de los actores sociales y los expertos en el régimen de pensiones, a través de la creación de la Comisión de Usuarios y el Consejo Consultivo Previsional. También se crea un Fondo para la Educación Previsional, que es de especial relevancia en un país en que la cultura en Seguridad Social, tradicionalmente es escasa en la mayoría de la población. 

Uno de los sectores de trabajadores que no  estaban obligados a integrarse a la seguridad social, eran los trabajadores independientes, a los cuales se los integra en los regímenes de pensiones  contributivas y solidarias.

Otro aspecto particularmente interesante de la ley son las normas de equidad de género y de afiliados jóvenes. 

En cuanto a la cobertura de la mujer, si bien no se estableció un incremento de la edad legal para pensionarse, se consideraron materias que vienen a corregir en parte la diferente situación que la mujer enfrenta en materia de cobertura de seguridad social. En general, el concepto es proteger a la mujer  con independencia de su situación conyugal, considerando las peculiaridades de su afiliación y permanencia en el empleo, producto del rol que cumple en la sociedad y en particular, en la familia.

Lo razonable sería fijar la edad de pensión de la mujer en 65 años, igual que los hombres, evitando así, un resultado diferenciado en el régimen de capitalización individual, para el cual lo relevante es el saldo en la cuenta individual y no los años de cotización,,como en un régimen de reparto; lo señalado perjudica a la mujer. 

Sin resolver este aspecto la ley 20.255, avanza en esa línea al establecer mejores condiciones de aseguramiento para las afiliadas que se mantienen cotizando más allá de los 60 años. Cabe destacar también que se bonifica la cuenta individual de la mujer por natalidad. 

En el caso de las pensiones solidarias, establecer la edad para acceder a ellas, en 65 años para hombres y mujeres, es consistente con las normas vigentes a la fecha, sobre la edad para reclamar prestaciones asistenciales. 

Respecto a la incorporación de los jóvenes a la seguridad social, se dictan normas que generan un subsidio a la contratación y a la afiliación, en el ánimo de incrementar desde el inicio a la vida laboral el ingreso al sistema y la acumulación de saldo en la cuenta de capitulación individual en edades tempranas.

La ley establece la institución del afiliado voluntario, permitiendo que las personas que no reúnen la condición de trabajadores dependientes o independientes obligados, puedan efectuar en cuentas de capitalización individual abiertas al efecto, aportes o ahorros que con las características de las cotizaciones, les permitan llegar a generar una pensión. Se facilita también, el aporte de terceros en dichas cuentas.

En un sistema de pilares, la creación del ahorro previsional colectivo, junto a los ya existentes, ahorro previsional voluntario y las cuentas de ahorro, entre otros mecanismos, permite a trabajadores y empleadores incrementar los saldos de las cuentas individuales a fin de mejorar la pensión contributiva. Los incentivos tributarios asociados a este tipo de ahorro se convierten en el mejor estímulo para su difusión en las empresas.

Manteniendo las AFP la administración de los fondos, se introducen resguardos a fin que su gestión e inversión se efectúe con  criterios que eviten la colisión de intereses entre los administradores. Se crea el Consejo Técnico de Inversiones y se avanza en el establecimiento de mecanismos de autorregulación de las propias AFP. Además, hay importantes modificaciones al régimen de inversiones que los autores, por no ser especialista no han tratado en particular este estudio.

En materia de mayor competencia, la ley no resuelve definitivamente el hecho que unos pocos administradores controlen el sistema; la ley sólo admitió la creación de nuevas AFP por Compañías de Seguros, desechando entendemos que por ahora, que los bancos chilenos puedan crearlas. En cuanto a la creación de una AFP estatal, el debate no aparece cerrado.

Un aspecto no menor en lo que se refiere a cotizaciones, tiene que ver con la instauración gradual del aporte del empleador, que el texto original del DL 3.500, de 1980, no consideraba de manera alguna. Surgen modificaciones posteriores, como es el caso de la cotización por la realización de trabajos pesados, en que el empleador debe efectuar aportes. La ley 20.255, contempla la cotización adicional del seguro de invalidez y sobrevivencia, será de cargo del empleador. La entrada en vigencia de esta norma específica será paulatina.

Como una forma de facilitar la competencia y la obtención de menores comisiones para los nuevos afiliados, la ley contempla la Licitación de Cartera de afiliados que recién se incorporan al régimen. Se espera con ella disminuir los costos que debe asumir el afiliado joven por comisiones, mejorando en el largo plazo sus saldos en la cuenta individual. Esta institución requerirá mucho cuidado en su implementación considerando que existe un alto interés público comprometido, además de eventuales conflictos de intereses que pueden  perturbar el sistema. 

La Ley contempla también una licitación en la gestión del seguro de invalidez y sobrevivencia, con el objeto de disminuir los costos que permitan mayores saldos a las cuentas de capitalización individual de los afiliados, en particular de las mujeres.

Hay que señalar que la ley, recogiendo la experiencia de la aplicación del régimen de capitalización individual, introduce modificaciones que lo perfeccionan. Son los casos de los cambios en materia de declaraciones de invalideces, rol de las comisiones médica, acceso a pensiones de sobrevivencia, resguardo de las cotizaciones y su oportuno cobro.

En la línea de favorecer la adecuada orientación de los afiliados en el ejercicio de sus derechos, se crean por el Instituto de Previsión Social, los Centros de Atención Previsional, asi como también, se regula la Asesoría Previsional

Finalmente, corresponde destacar que ley 20.255 es una ley miscelánea de seguridad social y por tanto, bastante compleja de interpretar y de armonizar con otras normas.

Cabe indicar asimismo, que se deja a los reglamentos demasiados aspectos, que en algunos casos debieron ser considerados por la ley. Adicionalmente, las autoridades contraloras de las Superintendencias tienen asignada una alta responsabilidad en la dictación de las normas de carácter general que la ley les ordena emitir.

Hay que señalar que la ley introduce obligaciones, hasta la fecha inexistentes, para la el Servicio de Impuestos Internos y la Tesorería General de la República, asimismo, encomienda a las Superintendencias  de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros,  nuevas e importantes funciones en relación con la seguridad social.

En síntesis, los autores consideran que con esta ley, sin perjuicio de algunas carencias, se esta en presencia de normas transcendentes, que significa un progreso en la cobertura del Sistema de Seguridad Social y Protección Social de la población chilena. 

Santiago, marzo de 2008

	1 Con anterioridad los autores publicaron  dos artículos sobre “Aspectos Institucionales del Proyecto de Ley que perfecciona el Sistema de Pensiones”, uno en la revista de Economía y Administración de la Facultad Economía y Negocios de la Universidad de Chile, y otro en Revista Laboral Chilena nº 157, 2007, páginas 103 a 119.





�  La ley cuenta con 102 artículos permanentes, 54 transitorios y un artículo transitorio final. En este estudio, toda cita que se refiera a un artículo sin mencionar su ley, corresponde a la  ley 20.255. 


�  Estimamos que la denominación de la ley no es comprensiva de la diversidad de materias que aborda, más preciso sería titularla cono ley de reforma al sistema de pensiones y otras materias de seguridad social.


�  En Chile, las sociedades anónimas tienen fines de lucro. 


�  Ley 19.949


�  Es el caso de la ley 19.200, que estableció normas sobre imprescriptibilidad del derecho a pensión. 


� Sobre esta materia se puede leer al respecto, en la Revista Laboral Chilena, Nº 2-3. de febrero –marzo de 2008, pág. 86-88, el artículo de Pablo Arellano Ortiz: “El pilar solidario, la solución esperada para nuestro sistema de AFP.”


� El Consejo presidido por don Mario Marcel, estuvo integrado por especialistas de distinto origen ideológico, técnico y profesional. El informe elaborado por el Consejo consta de dos volúmenes y un resumen ejecutivo, que fue publicado en julio de 2006.


� El Ejecutivo  (Ministros de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social) y los Senadores de los partidos de la Concertación y de la Alianza  por el  “Protocolo” indicado, establecieron un listado de temas que se incorporarían al proyecto para su perfeccionamiento. Acordaron asimismo, avanzar con rapidez en la tramitación en el Senado, con el fin de otorgar beneficios de pensión solidaria a partir del 1 de julio de 2008.


�  Art 1º y siguientes de la ley en análisis.


�  Y sus normas modificatorias.


�  En el caso de los exiliados de la ley 18.994, se establece que el tiempo que permanecieron en el extranjero se computa para estos efectos, como de residencia en Chile (Art. 5, ley 20255).





�  Art. 99  de la ley.





� Articulo 6º Transitorio.


� Para quienes accedan a aportes solidarios, su régimen de pensiones es mixto: contributivo y solidario.


�  Las normas sobre las pensiones  con aporte solidario de vejez, se aplicarán también a las pensiones de sobrevivencia de la ley 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


�   Al respecto ver, los conceptos de pensión base,  pensión autofinanciada de referencia y otros. Art. 2º, letra g.


� El requisito de 20 años de residencia, se entenderá cumplido respecto de quienes acrediten 20 años de imposiciones.


� El primer reajuste se otorgará transcurridos 12 meses desde el  01-07-2012, fecha en que entra en aplicación este monto.


� Conforme las disposiciones  transitorias de la ley, para las personas con 50 o  más años de edad al momento de entrar en vigencia las normas sobre sistema solidario (01.07.2008) y que se encuentren afiliados al régimen de pensiones del DL 3.500, de 1980, les será posible optar por pensionarse con garantía estatal, pudiendo cambiar a pensión solidaria de forma definitiva en cualquier momento. 


�  Art. 22.


� DFL 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


� Extinguido el beneficio por esta causa, al solicitarse nuevamente, se deberá acreditar además del cumplimiento de los requisitos generales, residencia en el territorio por un lapso no inferior a 270 días en el año inmediatamente anterior.


�  Art. 34.


�  El DFL 90, de 1979, regula esta prestación para los pensionados que allí se señalan, habrá que precisar que ocurre con el acceso a la asignación por muerte por los beneficiarios de pensión básica solidaria que no son carentes de recursos.


�   Art.  34.


� Las Pensiones Asistenciales, PASIS, son reemplazadas por las Pensiones Básicas Solidarias, PBS. El DL 869, de 1979, queda derogado expresamente, salvo en relación con su art. 33, sobre subsidio para personas con discapacidad mental. 


Respecto de las obligaciones y derechos del Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales, establecido en dicho decreto ley,  ellas serán de responsabilidad del Instituto de Previsión Social,  bajo la fiscalización de la Superintendencia de Pensiones.


�  Art. 36.


� Art. 1º Transitorio y siguientes. 





� No todas las disposiciones del titulo I de la ley, entran en vigor en la misma fecha, ver al respecto artículo 15 Transitorio.


 


�  Letra k del número 2.5 anterior.


� En materia de convenios bilaterales de seguridad social, corresponderá estudiar  la compatibilización de estas normas con las relativas a reciprocidad e igualdad de trato, que son propias de todo tratado internacional de seguridad social, a fin de evitar una inconsistencia en la aplicación de ellos.


�  La ley no contempló un párrafo sobre las atribuciones de esta Superintendencia, tal situación tocará, en parte, resolverla al o los DFL que deberá dictar el Presidente de la República, en virtud del art. 21 Transitorio, de la Ley 20.255.


� La última  Encuesta de Protección Social  es del año 2006.


� El Ministerio propone y evalúa las políticas y planes correspondientes a su área de actuación, estudia  y propone las normativas aplicables a los sectores a su cargo, vela por el cumplimiento de las leyes y reglamentos  vigentes, asigna recursos y fiscaliza las actividades del de las entidades dependientes  o relacionadas.


�  Los autores son del parecer que a futuro debe considerarse cambiar la denominación de la Subsecretaría de Previsión Social, por la de Subsecretaría de Seguridad Social, por ser más consistente con las funciones que desarrolla.


� Artículo 43 y siguientes.


� Los miembros de la Comisión percibirán una dieta equivalente a 6 unidades de fomento por sesión a la que asistan, con un máximo mensual de 12 unidades de fomento.


�  Se observa en la ley 20.255, una  tendencia a dejar muchos aspectos, algunos de ellos muy importantes al Reglamento, como es el caso de este Fondo, lo que es discutible desde el punto de vista técnico.


� No obstante, no se precisa por el legislador la destinación de los recursos para el caso que no existan los proyectos, programas y otras propuestas  técnicamente adecuadas, presentadas por postulantes de provincias que permitan usar el 60% de los recursos con tal propósito. 


� La Superintendencia de AFP ejercerá las facultades de la Superintendencia de Pensiones hasta que esta  última entre en funciones.  Por su parte, las Superintendencia de Seguridad Social dejará de ejercer las funciones que se traspasan a la nueva Superintendencia, sólo cuando ésta última se encuentre en operación.





�  Es decir, a contar del 17 de marzo de 2008.


� Número 11, del art. 16° Transitorio.


� La anterior y esta atribución  de fiscalización, corresponden hoy a la Superintendencia de Seguridad Social. 


�  Hasta hoy INP.


�  Art. 16° Transitorio. Mientras el IPS no entre en funciones el INP ejercerá sus atribuciones, lo mismo ocurrirá con la Superintendencia de AFP, en relación con la Superintendencia de Pensiones, con exclusión de las facultades con que aún cuenta la Superintendencia de Seguridad Social, la cual las ejercerá, mientras no ae encuentre en actividad la indicada Superintendencia de Pensiones.


� Los cargos directivos designados conforme a las normas de la Alta Dirección Pública no serán afectados por estos cambios.


� El INP ejercerá las funciones y atribuciones del IPS, hasta que éste entre en operación.





�  Ello ocurrirá en la fecha que el Presidente de la República lo determine por un DFL, en el cual también se considerará un período para su implementación (art. 16° Trans. N° 11).


�  Respecto de los empleadores no adheridos  o afiliados a alguna de las Mutualidades de Empleadores, o que adhieran a esta nueva entidad administradora del seguro. También administrará el seguro para las empresas que hoy lo son del INP y no opten por trasladarse a una Mutualidad.


� Art. 63.


� Art. 60 y sgtes.


� Se trata de un funcionario que será remunerado por la Subsecretaría de Previsión Social.


� Sobre este tema se puede consultar el trabajo de Diego López: “Análisis del proyecto de ley de reforma al sistema previsional: Medidas para mejorar la equidad de género”, 2007.  Departamento de Estudio, Dirección del Trabajo, 2007.


�  El Mensaje del Ejecutivo, en el punto I- 2, antepenúltimo párrafo señala: “… si bien se ha elevado la participación de de la mujer en el mercado de trabajo, esta se caracteriza por una inserción laboral más inestable que la del hombre, lo que ha afectado su capacidad para acumular fondos previsionales.”


�  Ver Mensaje, punto Nº II-3.


�  Art. 74 y sgtes.


�  Ingreso Mínimo para mayores de 18 años y hasta los 65 años de edad, el monto del bono a la fecha es de $259.200.


�  La rentabilidad real por los meses que excedan el último año completo previo a la edad en que la mujer cumpla 65 años, se pagará proporcionalmente al período anual. La rentabilidad se determinará en los términos que señala el inciso tercero del art. 75 de la ley 20.255.


�  La bonificación por hijo incrementa la pensión básica o el aporte solidario.


�  Ver apartado 2.1 de este estudio.


�  Art. 59bis del DL 3.500, de 1980, introducido por el Nº 47 del Art. 91 de la Ley 20.255.


�  Art. 80


� Art. 62, Ley 19.947 sobre Matrimonio Civil.


�  Disposición que introduce los artículos 92-j y siguientes al DL 3.500, de 1980, Ver en particular, art. 92-M.


� Ver el Mensaje, número II-3,d


� Ver Art. 92 M de la Ley 20.255.


� La norma del mencionado artículo 18 refiere las excepciones que contempla el Nº 1 del artículo 42º de la ley sobre Impuesto a la Renta, que en síntesis permite disminuir la base de cálculo del Impuesto de Segunda Categoría.


�  Art. 85, Nº 3, 4, 5 y 6, que modifican los Art. 6, 9, 58 y deroga el 7°, del DL 3.500, de 1980. Por el Art.  28 Transitorio inciso segundo, se establece que se aplicarán estas normas para las personas que se pensionen con posterioridad al 01.10.2008, 


� O de la madre de hijos no matrimoniales en su caso.


�  Art. 85, Nº 1, que agrega  el art. 4bis al DL 3.500, de 1980. Por el Art.  27 Transitorio, se establece que no se aplicará esta norma las mujeres, que a la fecha de publicación de la ley 20.255, cuenten con más de 60 años de edad, 





� Art. 82 y siguientes.


� El subsidio se mantendrá, por igual valor y duración, en el evento que la remuneración del trabajador aumente hasta 2 ingresos mínimos, desde el 13° mes de percepción del beneficio.


�  El Art. 84 establece que las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el Art. 53 del Código Tributario.


� Art. 86 y siguientes.


�  Tanto del Sistema Solidario, del Sistema de Capitalización Individual, como de los mecanismos de Ahorro Previsional, o si se quiere, tanto del pilar solidario, del pilar contributivo como del pilar voluntario.





� El Ejecutivo en el  Mensaje señaló que la aplicación gradual de las normas tiene relación con evitar que la obligatoriedad inmediata y sin educación y fomento de la afiliación previa, favorezca la informalidad.  


�  El establecimiento de la obligatoriedad de afiliación de los independientes, entre diversos fundamentos, se relaciona también con la creación del sistema de pensiones solidarias para todas las personas comprendidas en el 60% más pobre de la población. 


�  El apartado 6.6.- siguiente, trata sobre la gradualidad de la entrada en vigencia de estas normas.


� Impuesto de 2da categoría para el trabajo independiente.


� Redacción del inciso tercero del artículo 90, del DL 3.500, modificado por la Ley 20.255.


�  Al proponer una base imponible del 80%, se está considerando o dejando fuera un estimado (20%) por gastos. Se hace presente que a la fecha las normas tributarias permiten para efectos de declaración de renta anual e Impuesto Global Complementario de los trabajadores independientes de un 30% con cierto tope.


� Artículo 92-E nuevo, del DL 3.500, de 1980.


� La diferencia existente entre la base mensual (100% de lo declarado) y la anual (80% de rentas brutas) obligará a declarar el 80% de las rentas mensuales para que ambas cuadren. Siempre y cuando este 80% no sea inferior a un ingreso mínimo, en cuyo caso se producirá un diferencial a favor del trabajador de tratamiento no regulado por la ley.


� Ver al respecto: “Cobertura para pensiones, en especial, trabajadores independientes o autónomos”, presentación realizada al Consejo Presidencial para la Reforma Previsional, Volumen II, capitulo II, páginas 361 a 372.





� La renta devengada es aquella sobre la cual se tiene derecho, aún cuando no se haya percibido materialmente.


� Art. 89.


�  Art. 87


�  Art. 90


� Art. 29° Transitorio y sgtes.


� El Ejecutivo en el  Mensaje señaló que la aplicación gradual de las normas tiene relación con evitar que la obligatoriedad inmediata y sin educación y fomento de la afiliación previa, favorezca la informalidad.  


�  El establecimiento de la obligatoriedad de afiliación de los independientes, entre diversos fundamentos, se relaciona también con el establecimiento del sistema de pensiones solidarias para todas las personas comprendidas en el 60% más pobre de la población. 


� 4º año a partir de la vigencia de la ley (2008, 2009, 2010,2011).


� En el periodo intermedio,  conforme lo señalado en  Mensaje, el Ejecutivo espera que efectuar un activo proceso de educación previsional. 


�  No obstante durante el  1er y 2° año, los independientes incorporados, podrán efectuar las cotizaciones, en forma voluntaria,  por un monto superior al señalado, no pudiendo exceder en total el límite máximo imponible.


� Los trabajadores independientes afiliados para pensiones deben cotizar obligadamente para salud. La cotización la enteran para FONASA o ISAPRE, según hayan o decido celebrar un contrato de salud con una de estas últimas entidades. 


�  Normas contenidas en el Art. 1º , de la ley 18.095, que se refiere a estos imponentes del INP.


� Ver Art. 92-j y sgtes, nuevos del DL 3.500, de 1980, introducidos por el Nº 63, del art. 91 de la ley 20.255   


� La que ya estaba consagrada en la legislación de los antiguos regímenes de pensión en extinción administrados por el INP (a contar de ahora, IPS), pero inexistente en el DL 3.500, de 1980, hasta la vigencia de esta reforma.


� Ver el Mensaje, II- 5, b, iii


�  Conocida como la cuenta 2.


�  Art. 20-F y sgtes. nuevos del DL 3.500, de 1980 (Ver art. 91, Nº 13 de la ley 20.255). 


�  Los Planes de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo, son aquellas alternativas de ahorro e inversión autorizadas por las Superintendencias de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, según corresponda, establecido por la ley 20.255, en referente a ahorro previsional colectivo (Ver Art. 98 letra ñ, del DL 3.500, de 1980).





�  El legislador no precisó la aplicación del ahorro previsional colectivo al sector público.





� Artículo 20 F (nuevo) del DL 3.500, de 1980.





�  Cuando se aplique  alguna de las causales de terminación del contrato de trabajo, contemplada en el Art. 161 del Código del Trabajo, los aportes del empleador pasan siempre a ser de propiedad del trabajador.


�  Art. 20-L (nuevo) del DL 3.500, de 1980.


�  Art. 20-O (nuevo) DL 3.500, de 1980.


�  Art. 22 inciso primero (nuevo) DL 3.500, de 1980





� Art. 21 inciso cuarto (nuevo) DL 3.500, de 1980. Adicionalmente, se contempla una norma (inciso tercero del art. 22), sobre las comisiones por administración de las cuentas, “sólo podrán ser establecidas como un porcentaje del saldo mantenida en ellas.”


�  Estas normas entran en vigencia  contar del primer día del séptimo mes siguiente al de la publicación de la ley, es decir, el 01.07.2008  (art.  32° Transitorio).


� Art. 91, Nº 3, por el cual se introducen modificaciones al Art. 4 del, DL 3500, de 1980


� Art. 91, Nº 5, por el cual se introducen modificaciones al Art. 11, del DL 3500, de 1980. La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, las inhabilidades que afectarán al médico asesor y al observador.


�  Art. 33° Transitorio.


�  Art. 59  y 59 bis del DL 3.500, de 1980, Ver Nº 47, del Art. 91.


� Con este mecanismo se espera un incremento de las cuentas de capitalización de las afiliadas, atendida su siniestralidad en relación con la del hombre. Ver Mensaje, II- 5, d.


� Art. 91,  N° 47, en relación con el 44°, Transitorios.


�  Art. 91, Nº 45


� Art.8 del DL 3.500, de 1980, modificado por el Nº 4 del Art. 91, de la ley 20.255.


�  Art.16 del DL 3.500 de 1980, modificado por el Nº 8 a), del Art. 91, de la ley 20.255. Modificación que estará en aplicación a contar del 01.01.2009, conforme el Art. 46 Transitorio. 


�  Art. 98.


�  Art.50° Transitorio.


�  Art.16 en relación con el art. 59, ambos del DL 3.500 de 1980. Modificación contenida en  el Nº 8 b), del Art. 91, de la ley 20.255


� Art. 47°  y48° Transitorios.


�  Art.19, del DL 3.500, de 1980, modificado por el Nº 11 b), del Art. 91, de la ley 20.255





�  Art.19 del DL 3.500, de 1980, modificado por el Nº 11 c), del Art. 91, de la ley 20.255





�  Art.19 del DL 3.500, de 1980, modificado por el Nº 11 e), del Art. 91, de la ley 20.255


�  Art. 97.


� Art. 52, de ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





�  Art. 91, Nº 85, por el cual entre otras materias se crea la figura del asesor y la asesoría previsional, introduciendo los art. 171 y sgtes. al DL 3.500, de 1980.


� Dicha póliza deberá constituirse por un monto no inferior a la cantidad más alta entre 500 UF y el 30 de la suma del saldo destinado a pensión de la cuenta de capitalización de los afiliados que asesoró en el año anterior, por las primeras 15.000 UF y de un 10% por el exceso sobre esta cifra, con un máximo de 60.000 UF (Art. 173).


�  Art. 93


� El texto refundido y sistematizado de la ley de Bancos está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda,


�  Aunque la ley no lo mencione,  al dictar dichas normas las Superintendencia indicadas, seguramente consultarán a la de Banco e Instituciones Financieras.


� Art. 50 y 50bis, nuevos del DL 3.500, de 1980, introducidos por los Nos. 38 y 39 del Art. 91, de la ley 20.255.





�   Por el Nº 84, del Art. 91, se agrega el Art. 156 bis al DL 3.500, de 1980.





�  Ver Art. 91, Nº 17, letra d) y Nº 18, que introducen estas normas en los Art. 23 y 23 bis, del DL 3.500, de 1980.


�  Art. 153 del DL 3.500, de 1980, modificado como se indica en el Nº 80, del Art. 91.


�  Art. 26 del DL 3.500, de 1980, modificado, por el Nº 19, del Art. 91 del la ley 20.255..


� Art. 29 del DL 3.500, de 1980.


�  Art. 39 del DL 3.500, de 1980, cuyo texto fue reemplazado por el contenido en el Nº 27, del Art. 91.


� La competencia por precios de que se trata en el Mensaje, debe entenderse como la competencia por menores costos para el afiliado, lo que no se puede expresar de otra forma que no sea la reducción de las comisiones que cobran las AFP.  Mensaje, II- 5, e, ii.


� Mensaje II- 5, e, i.


,


� Por el  Nº 85, del Art. 91 de la ley 20.255, se introduce el Título XV, Art. 160 y sgtes, en el DL 3.500, de 1980. Sus normas conforme lo dispone el Art. 45° Transitorio, estarán en vigor  a principios de 2009.





�  Art. 96


�  Nº 25, del Art. 91, en relación con el ART. 37, DL. 3.500, de 1980.


� Las AFP deberán formalmente establecer políticas de inversión e informar a la Superintendencia y al público los lineamientos de ellas.  Asimismo, deberán constituir Comités de Inversiones en sus directorios, como ya se explicó.


� El Título IV, Art. 23 y sgtes, DL 3.500 de 1980, trata de estas materias.


� Este tema deberá ser profundizado por especialistas en tributación y finanzas.


�  Pe el Nº 85, del Art. 91 de la ley, se introduce  el Título XVI, Art. 167 y sgtes, al DL 3.500, de 1980. Sus normas conforme lo dispone el Art. 32° Transitorio, estarán en vigor el 1 de abril de 2008.


� Nos referimos a los regímenes en extinción gestionados hasta hoy por el INP, y a los de la Defensa Nacional y Carabineros.





�VER ARTÍCULO 89 LEY 20.255 
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